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UNIDAD DE SEMINARIOS "JOSE VASCONCELOS" 
FACULTAD DE DERECHO 
SEMINARIO DE DERECHO FISCAL Y 
FINANZAS PUBLICAS 

Cd. Universitaria, D.F., 27 de agosto del 2002. 

ING. LEOPOLDO SILVAGUTIERREZ 
DIRECTOR GENERAL DE LA 
ADMINISTRACION ESCOLAR DE LA U.N.A.M. 
Presente. 

Por este conducto, me permito comunicar a usted, que el pasante CELSO MAZA 
FERNANDEZ bajo la supervisión de este Seminario, elaboró la tesis Intitulada "ANALISIS 
DE 'LOS ARTICULO$ 399 Y 400 DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES Y CRITERIOS QUE SE ESTABLECEN EN LA PRACTICA CON RELACION 
AL ARTICULO 108 DEL CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION, RESPECTO AL 
OTORGAMIENTO DE LA LIBERTAD BAJO CAUCION TRATANDOSE DE DELITOS 
FISCALES". 

Con fundamento en los artlculos 8' fracción V del Reglamento de Seminarios, 19 y 
20 del Reglamento General de Exámenes de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, por haberse realizado conforme a las exigencias correspondientes, se aprueba la 
nombrada lesis , que además de las opiniones que cita, contiene las que son de exclusiva 
responsabilidad de su autor. En consecuencia, se autoriza su presentación al Jurado 
respe.clivo. 

"El Interesado deberá iniciar el trámite para su titulación dentro de los siete meses 
siguientes (contados de dla a día) a aquél en que la sea entregado el presente 
oficio, en el entendido de que transcurrido dicho lapso sin haberlo hecho, caducará 
la autorización que ahora se le concede para someter su tesis a examen 
profesional, misma autorización que no podrá otorgarse nuev1mente, sino en el 
caso de que el trabajo recepcfonal conserve su actu1lldad y siempre que la 
oportuna Iniciación del trámite para la celebración del examen haya sido Impedida 
por circunstancia gra7e. , todo o-'Cilalcallflcará la Secretaría General de la 
Facultad". " 
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Atentamente 
. "POR MI RAZA HABLARÁ EL ESPIRITU" 

Director. ·. 

LIC. MIGUEL ANGEL VAZQUEZ ROBLES. 
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INTRODUCCIÓN 

El aspecto constitucional de la garantla Individual relativa a la 

libertad bajo caución y la obligación de tributar, que corresponde a los 

ciudadanos mexicanos, son los aspectos posiblemente más Importantes en 

el estudl~ del Derecho Penal Fiscal, ya que de este primer estudio surgen 

los elementos y requisitos necesarios para conocer con certeza en qué 

momento se ha violado la norma tributaria con carácter de Infracción 

administrativa, y en qué momento esta Infracción se ha convertido en 

delito especial. 

La protección más Importante en favor de los gobernados parte del 

principio jurldico de que todo Indiciado es inocente hasta en tanto no se 

demuestre su culpabilidad; es decir, corresponde a la autoridad fiscal, en 

su carácter de sujeto pasivo, demostrar que existe la configuración de un 

hecho delictivo, utilizando para tal efecto, la intervención del Ministerio 

Público Federal, para que dicho representante social, en ejercicio del 

monopolio de la acción penal, Investigue si realmente existe la posibilidad 

de que el contribuyente haya cometido o no un delito y de existir 

suficientes circunstancias y una vez que haya terminado de Integrar la 

averiguación previa, ejercite la acción penal a fin de que el Juez de 

Distrito Incoe el procedimiento respectivo. 

Sin embargo, nuestra legislación penal y tributarla prevén, que todo 



presunto responsable por delitos fiscales, podrá gozar de libertad bajo 

caución, siempre y cuando no se trale de delilos graves previstos en el 

articulo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales. Por tal motivo, 

la defraudación fiscal al no ser considerada como tal, se podrá conceder 

esa libertad provisional, tomando en cuenta el monto que fije la autoridad 

judicial, la cual comprenderá la suma de la cuantificación elaborada por la 

Secretarla de Hacienda y Crédito Público y las contribuciones adeudadas, 

Incluyendo la actualización y recargos que hubiera determinado la 

autoridad fiscal a la fecha en que se promueva la libertad provisional. 

Bajo lo anterior expuesto, se estima que al garantizar el monto de lo 

defraudado, junto con la actualización y recargos correspondientes, esto 

Independiente al monto que exige la autoridad judicial, no se está 

poniendo en peligro la Integridad económica del Estado y tampoco se 

están afectando bienes jurldicos tutelados auspiciados por el sistema 

tributarlo que afecten a la sociedad en general. 

En este sentido y en el orden de Ideas expuesto con anterioridad, el 

presente trabajo de tesis, realiza un análisis de los artlculos 399 y 400 del 

Código Federal de Procedimientos Penales y los criterios que se 

establecen en la práctica con relación al articulo 108 del Código Fiscal de 

la Federación, respecto al otorgamiento de la libertad bajo caución, 

tratándose do delitos fiscales. Con el fin de que se vislumbre si en el delito 

de defraudación fiscal, es preferible, establecer una regla clara y concreta 

y no que siga operando un criterio donde el Juzgador tiene o goza de un 
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amplio margen legal para determinar el monto de la caución atendiendo 

según las circunstancias personales del activo. 

Siendo asl, en el primer capitulo se conoce el significado de la 

libertad cauciona!, asl como algunos antecedentes breves sobre dicha 

figura; Igualmente se identifican los requisitos bajo los cuales se otorga, 

de acuerdo con la normatlvidad jurldlca mexicana. 

En el segundo capitulo, se hace referencia a los delitos fiscales, con 

el propósito de ubicar su naturaleza jurldlca, producto del poder 

sancionador que llega a ejercer la Administración Pública Federal, cuando 

ha comprobado la violación de una norma fiscal. 

En el tercer capitulo se profundiza sobre los requisitos y momento 

en que procede la libertad bajo caución, ya que para concederla habrán de 

ser valoradas circunstancias personales por parte del juzgador, con el fin 

de que se cumpla lo estipulado no sólo en el ordenamiento trl\>Utarlo, sino. 

también en las disposiciones adjetivas de la materia. 

Finalmente dentro del cuarto capitulo, se realiza un análisis de los 

articulas 399 y 400 del Código Federal de Procedimientos Penales, que 

regulan la libertad bajo caución en el proceso penal, con relación al delito 

fiscal previsto en el articulo 108, párrafo segundo del Código Fiscal do la 

Federación. 
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CAPÍTULO 1 

LIBERTAD BAJO CAUCIÓN 

El objetivo principal de la presente tesis, se centra en el análisis de 

los articules 399 y 400 del Código Federal de Procedimientos Penales, asi 

como en los criterios que se establecen en la práctica, con relación al 

artículo 108, párrafo segundo, del Código Fiscal de la Federación, 

respecto al otorgamiento de la libertad bajo caución, tratándose de delitos 

fiscales. Por tal motivo, es conveniente identificar en este primer capitulo, 

el significado de la libertad cauciona!, asl como algunos antecedentes 

breves sobre dicha figura; igualmente es necesario conocer los requisitos 

bajo los cuales se otorga, de acuerdo con la normatividad jurldlca 

establecida en México. 

A} ANTECEDENTES GENERALES Y CONCEPTO. 

Teodoro Escalona Besada define a la libertad cauciona! como: 

"la medida cautelar, que evita o suspende la privación de la libertad 
de un imputado, ordenada por autoridad competente, mediante el 
otorgamiento de una garantla, y lo sujeta a diversas obligaciones 
dentro del proceso penal"'. 

Caución proviene del latln caulio - tionls. Prevención, precaución o 

cautela. 

1 Citado por: G:1rcia llamircz. Sergio. Derecho Proccs:tl Penal. Séptima Edición. Porrim. Mé.,ico, 1998. p. 586 



"Dentro del derecho es una condición o garantia precautoria 
impuesta por la autoridad judicial para acordar la libertad provisional 
de un acusado mientras se lleva a cabo la instrucción del 
procedimiento. Tiene por objeto asegurar la comparecencia del 
acusado ante el juez o tribunal y el cumplimiento de la sentencia 
que, contra él, en su día, se dicte"' 

La libertad caucional parte del supuesto de que el delincuente, 

sabedor de la gravedad del delito cometido, de su circunstancia como 

persona ante la ley y del temor a perder su libertad, no se sustraerá a la 

acción de la justicia. 

La consideración de estos elementos puede quedar confiada al juez, 

en mayor o menor medida, o vincularse a una valoración prejudicial, 

legislativa, que se traduzca en norma de imperio para el juzgador, 

"concediendo o negando de plano la libertad cauciona! en presencia de 

determinados datos objetivos"'. 

Debe recordarse que en el pasado, los delitos en Roma reclamaban 

la sanción del legislador, pues el daño causado injustamente y toda mala 

acción que perjudique a los demás, "debe obligar a su autor a una 

reparación en beneficio de la víctima"' El castigo de los actos ilícitos fue 

en principio una fuente muy activa de las obligaciones. Los romanos 

~Diccionario Enciclopédico Sal\'al. Volumcn 6. Sal\'al Editores. Primera Edición. Barcelona, 1985. p. 1265 

1 García Ramlrcl .. Sergio. Op. cit. 

4 Dra\'o Gon1 .. ilc-L Agus1ln y Bravo Valdcz. Bca1ri1 .. Segundo Curso de Derecho Romano. Décima edición. 
!'ax-México. México. l9H4. p. 211 
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siempre consideraron al delito como una fuente de obligación civil, porque 

en los primeros tiempos intervenlan los familiares de la victima y del 

victimario para fijar una compensación pecuniaria, sin que en ésta tuviera 

intervención el poder público. 

En general los delitos públicos eran los que atentaban contra el 

orden público, la organización político-administrativa o a la seguridad del 

Estado. La persecución de estos delitos se ejercía según las regias 

propias, delante de los tribunales especiales como las quaesliones 

perpetuae u otros órganos como el senado. La pena para los delitos 

públicos, solía ser la pena de muerte -supplicium- y la mulla -damnum- la 

cual no beneficiaba a los particulares que hubieran sido victimas del 

crimen. 

Dentro de este contexto, la libertad bajo caución data como gran 

parte de las instituciones jurldicas, del antiguo Derecho Romano. 

"Desde la Ley de las Doce Tablas, se estableció que, en 
determinados casos, las personas con posibilidades económicas 
otorgaran una caución a favor de los pobres para obtener su libertad 
provisional"' 

Revisemos algunos conceptos sobre la libertad provisional, que se 

origina producto de la caución. 

s Colfn Sánclu.~1 .. Guillcnno. Derecho Mexicano de Proccdimicnlos Penales. Decimoséptima edición. Pornia. 
México, t99K. p. 669 



Establece Ignacio Burgoa Orihuela, que la libertad provisional bajo 

caución es 

"un derecho subjetivo público a favor de todo acusado en el sentido 
de que inmediatamente que lo solicite será puesto en libertad bajo 
fianza que fijará el juez tomando en cuenta sus circunstancias 
personales y la gravedad del delito que se le impute siempre que 
dicho delito merezca ser castigado con pena cuyo término medio 
aritmético no sea mayor de cinco años de prisión (articulo 20 
constitucional, fracción 1)"6 

Según Marco Antonio Dlaz de León, es 

"la que se concede al inculpado para los efectos de que goce de ella 
mientras dure el proceso penal que se le instruya. Esta libertad evita 
que los acusados estén en prisión preventiva durante el curso del 
proceso penal, tratándose pues, de un derecho de los procesados 
cuando se den las condiciones establecidas por el legislador."' 

"La libertad provisional es una medida cautelar encaminada a 
garantizar la presencia del imputado en el proceso, consistente en la 
obligación formal contraída por éste de comparecer a la presencia 
judicial, tantas veces como fuere llamado, obligación que puede ir o 
no ir acompañada de una fianza•• 

La libertad, cuyo valor se acentúa mayúsculamente, durante el siglo 

XVIII, a través de la ideología liberal que procura la prevalecencia de la 

dignidad individual, aún tratándose de los infractores de la ley penal, 

buscó un paliativo que equilibrara el interés individual frente al colectivo, a 

1
' Burgo.1 Orihucla, lg1i;1cio. Diccionario de Derecho Constilucional. Garantlas y amparo. Tercera Edición. 
Pornia, México. 1992. p. 290 

' Dlaz de León. M.uco Antonio. Diccionario de Dcrccl10 Proccsnl Penal. Tomo l. Segunda Edición. Porn'ta. 
México, 1989. p. 1096 

11 Nueva Enciclopedia Jurldica. Tomo XV. Obra dirigida por Mascarcñas Carlos E: Barcelona Edilorial 
Fmncisco Sci.'11:. Barcelona 1974. p. 442 
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través de un conjunto de garantfas, dentro de las cuales destaca la 

libertad, bajo ciertos criterios y circunstancias. 

Refiriéndonos de nueva cuenta al concepto de caución, Colln 

Sánchez advierte lo siguiente respecto de su significado: 

"caución y fianza comúnmente se fes atribuye el mismo significado; 
no obstante, caución denota garantla, y fianza una forma de aquélla; 
por ende caución es el género y fianza una especie"' 

De lo anterior expuesto, considero que la caución es el medio por el 

cual el probable responsable del illcito debe exhibir una garantía a fin de 

no evadir la acción de la justicia por el tiempo que dure la tramitación del 

proceso, disfrutando de su libertad previa a satisfacción de los requisitos 

que establece la ley, en sus artículos 141 al 145 del Código Fiscal de la 

Federación. Comentamos algunos de éstos requisitos: 

De acuerdo con el Articulo 141 del Código Fiscal de la Federación, 

los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal en alguna de las 

formas siguientes: 

l. Depósito en dinero u otras formas de garantía financiera 
equivalentes que establezca la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. Como son las efectuadas en las instituciones 
de crédito o casas de bolsa para operar cuentas de garantla 
del interés fiscal. 

11. La prenda o hipoteca. 
111. La Fianza otorgada por institución autorizada, la que no 

!.I Colln Sánchcz. Guillermo. Op. cit. p. 668 



gozará de los beneficios de orden y excusión. 
IV. La obligación solidaria asumida por tercero que compruebe su 

idoneidad y solvencia. 
V. Embargo en la vía administrativa. 
VI. Titulas valor o cartera de créditos del propio contribuyente, los 

cuales se aceptarán al valor que discrecionalmente fije la 
Secretarla de Hacienda y Crédito Público. 

Para garantizar el interés fiscal, procede de acuerdo al artículo 142 

del Código Fiscal de la Federación, lo siguiente: 

l.· Solicitar la suspensión del procedimiento administrativo de 
ejecución. 

11. Solicitar prórroga para el pago de los créditos fiscales o para 
que los mismos sean cubiertos en parcialidades, si dichas 
facilidades se conceden individualmente. 

111. Solicitar la aplicación del producto en los términos del articulo 
159 de este Código. Es decir, cuando los bienes señalados 
para la traba estuvieren ya embargados por otras autoridades 
no fiscales o sujetos a cédula hipotecaría, se practicará no 
obstante la diligencia. Dichos bienes se entregarán al 
depositario designado por la oficina ejecutora o por el ejecutor 
y se dara aviso a la autoridad correspondiente para que él o 
los interesados puedan demostrar su derecho de prelación en 
el cobro. 

Por lo que se refiere exclusivamente a la fianza, se menciona en el 

artículo 143, que la que esté a favor de la Federación (otorgada para 

garantizar obligaciones fiscales a ca
0

rgo de terceros), se aplicara el 

procedimiento administrativo de ejecución, para hacerlo exigible, con las 

siguientes modalidades: 

a) La autoridad ejecutora requerirá de pago a la afianzadora, 
acompañando copia de los documentos que justifiquen el 
crédito garantizado y su exlgibilidad. Para ello la afianzadora 
designara, en cada una de las regiones competencia de las 
Salas Regionales del Tribunal Fiscal de la Federación, un 
apoderado para recibir requerimientos de pago y el domicilio 
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para dicho efecto, debiendo Informar de los cambios que se 
produzcan dentro de los quince dlas siguientes al en que 
ocurran. 

b) SI no se paga dentro del mes siguiente a la fecha en que surta 
efectos ta notificación del requerimiento, la propia ejecutora 
ordenará a la autoridad competente de la Secretarla de 
Hacienda y Crédito Público que remate, en bolsa, valores 
propiedad de la afianzadora bastantes para cubrir el Importe 
de lo requerido y hasta el limite de to garantizado, y le envle 
de Inmediato su producto. 

Los articules 144 y 145 del Código Fiscal de la Federación, no hacen 

más que complementar la manera en que se realiza y efectúa el 

procedimiento administrativo de ejecución. 

B) ANTECEDENTES EN MÉXICO. 

En la Constitución de 1857, se Instituyó la caución con el carácter de 

garantía, misma que los integrantes del congreso Constituyente de 1917, 

ampliaron, considerablemente, en el articulo 20, fracción 1, cuyo texto es 

el siguiente: 

l. Inmediatamente que lo solicite será puesto en libertad bajo fianza, 
que fijará el juez tomando en cuenta sus circunstancias personales y 
la gravedad del delito que se le impute, siempre que dicho delito 
merezca ser castigado con pena cuyo término medio aritmético no 
sea mayor de cinco años de prisión, y sin más requisitos que poner 
la suma de dinero respectiva a disposición de la autoridad u otorgar 
caución hipotecarla o personal bastante para asegurar bajo la 
responsabilidad del juez en su aceptación. En ningún caso la fianza 
o caución será mayor de $250,000 pesos a no ser que se trate de un 
delito que represente para su autor un beneficio económico o cause 
a la victima un daño patrimonial, pues en estos casos la garantla 
será, cuando menos, tres veces mayor al beneficio obtenido o al 
daño ocasionado. 



Es importante mencionar que, en los Códigos de Procedimientos 

Penales de 1880 y de 1894, también se reguló la caución. El primero 

indicaba qué procedla cuando la pena correspondiente al delito no 

excediese de cinco años. Se otorgaba, previa la satisfacción de algunos 

requisitos procedimentales. En el segundo se amplió el término señalado 

hasta siete años: como innovación importante estableció que una vez 

revocada la libertad por incumplimiento a alguna de las condiciones 

impuestas al conceder tal beneficio, ya no podría otorgarse nuevamente, ni 

en esa causa ni en ninguna otra. 

De acuerdo a la primera interpretación que se dio al texto 

constitucional, éste fijaba como limite para la obtención de la libertad una 

pena cuyo término medio aritmético no fuera mayor de cinco años de 

prisión. Consecuentemente, el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal de 1931 en su articulo 556 dispuso: "Todo acusado tendrá 

derecho a ser puesto en libertad bajo caución, siempre que el máximo de 

la sanción corporal correspondiente al delito imputado no exceda de cinco 

años de prisión." 

Transcurridos los años, dentro de la época contemporánea, se 

presentan importantes reformas al articulo 20 constitucional fracción I, en 

los años 1985 y 1993. Por lo que considero Importante hacer alusión a 

éstas y a otras del año de 1996, las cuales tienen más peso sobre et tema 

que se investiga. 



El 3 de septiembre de 1984, el Ejecutivo Federal presentó al 

Congreso Permanente, por conducto del Senado, una lnlciallva de reforma 

a la fracción 1 del articulo 20 Constitucional. Se trataba en esencia, de 

ganar en el debido equilibrio entre el derecho Individual a la libertad 

provisional y la necesidad de preservar la seguridad pública, afectada por 

la fácil liberación de presuntos responsables de lllcltos que generan 

peligro o causan daños considerables. 

El dictamen del Senado del 25 de septiembre de 1984, se pronunció 

en términos favorables a la inlclallva, con dos salvedades. En primer lugar, 

se excluyó la atribución al Ministerio Público de facultades para solicitar la 

duplicidad del monto de la garanlla; en segundo, se Introdujo una 

distinción, a los fines de la propia garantla, entre los delitos intencionales, 

por una parte, y delitos lmprudenclales y preterintenclonales, por la otra. 

El dlclamen puntualiza que se estimó necesario destacar que la 

potestad de Incrementar el monto de la caución únicamente habrla de 

corresponderle a la autoridad judicial, sin necesidad de que formulase 

pellción motivada el Ministerio Público, ya que de mantenerse el criterio 

de que únicamente mediante la petición del órgano persecutorio podrla 

realizarse el Incremento, ello darla lugar a que pudiera pensarse que la 

Institución del Ministerio Público prejuzgaba respecto a la gravedad del 

delllo, o a las particulares circunstancias del Imputado o de la victima. 
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La exposición de motivos, hizo ver, que dentro de la regulación 

jurldica de la caución, han venido desapareciendo del derecho penal 

mexicano los señalamientos de cantidades absolutas identificadas en 

pesos, para ser sustituidas por múltiplos de salario mlnlmo, cuya variación 

periódica permite el ajuste automático y racional de la cuanlla que 

contemple la ley, sin necesidad de frecuentes reformas normativas. 

La reforma al artlculo 20, fracción 1 de la Constitución, antes 

mencionada, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de 

enero de 1985, quedando como sigue:" 

"Artlculo 20. En todo juicio de orden criminal tendrá el acusado las 
siguientes garanllas: 

l. Inmediatamente que lo soliclle será puesto en libertad provisional 
bajo caución, que fijará el juzgador, tomando en cuenta sus 
circunstancias personales y la gravedad del delito que se le Impute, 
siempre que dicho delito, Incluyendo sus modalidades, merezca ser 
sancionado con pena cuyo término medio aritmético no sea mayor de 
cinco años de prisión, sin más requisito que poner la suma de dinero 
respectiva, a disposición de la autoridad judicial, u otorgar otra 
caución bastante para asegurarla, bajo la responsabilidad del 
juzgador en su aceptación. 

La caución no excederá de la cantidad equivalente a la percepción 
durante dos años del salario mlnlmo general vigente en el lugar que 
se cometió el delito. Sin embargo, la autoridad judicial, en virtud de 
fa especial gravedad del delito, las particulares circunstancias 
personales del imputado o de la victima, mediante resolución 
motivada podrá Incrementar el monto de la caución hasta la cantidad 
equivalente a la percepción durante cuatro años del salarlo mlnlmo 
vigente en el lugar en que se cometió el delito. 

IO Qccrelo por el uue se refonna In fracción 1 del An!culo 20 de la Constjtudón pglitica de los Estados lJnjdos 
~Diario Oficial de la Federación del dia 14 de enero de 1985. 
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Si el delito es intencional y representa para su autor un beneficio 
económico o causa a la victima daño y perjuicio patrimonial, la 
garantla será cuando menos tres veces mayor al beneficio obtenido 
o a los daños y perjuicios patrimoniales causados. 

SI el delito es preterlntenclonal o lmprudenclal, bastará que se 
garantice la reparación de los daños y perjuicios patrimoniales, y se 
estará a lo dispuesto en los dos párrafos anteriores. "11 

Las leyes secundarlas fueron reformadas para recoger el cambio 

constitucional. Asl lo hacen los artlculos 556 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal y 399 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, con expresiones propias. Detallan el derecho a 

obtener libertad bajo caución cuando no exceda de cinco años el término 

medio aritmético de la pena de prisión correspondiente al delito Imputado. 

A esa prevención el Código Federal de Procedimientos Penales, 

añade: incluyendo las modalidades atenuantes o agravantes de éste (es 

decir del delllo Imputado) acreditadas cuando se resuelva sobre dicha 

libertad. La precisión se origina para reunir y valorar los datos que 

comprueben las modalidades. Es claro que éstas a menudo se desprenden 

de la averiguación previa. Por ello el legislador previene que en el pliego 

de consignación se hará expreso señalamiento de los elementos que 

puedan ser considerados, a Juicio del consignador, para la determinación 

del tipo penal, incluyendo sus modalidades (articulo 134, tercer párrafo del 

Código Federal de Procedimientos Penales). 

11 lbidcm. 
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En consecuencia, por esos precedentes y por las pruebas que se 

alleguen a partir de la radicación, el juez puede estimar la entidad del 

delito y la naturaleza y extensión de la pena aplicable. En ésto pensó el 

legislador al disponer: "En la determinación que dicte, el juez fundará y 

motivará el otorgamiento o la negativa de libertad ... ", norma acaso 

redundante (pues toda resolución debe estar fundada y motivada), pero 

expresiva del Interés por esclarecer debidamente el cómo y el por qué de 

la liberación en cada caso. 

El articulo 556 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, señaló que para el efecto de la libertad cauciona! el juez atenderá 

a las modalidades y calificativas del delito cometido, redacción menos 

enfática que la del Código Federal, pero suficiente. 

Mencionaremos aqul la disposición final del articulo 399 del Código 

Federal de Procedimientos Penales, incorporada el 7 de noviembre de 

1986 y publicada en el Diario Oficial el 19 de noviembre de ese mismo 

año: "Fuera de los casos de libertad ordenada por órgano jurisdiccional, o 

de aquellos a que se refiere el articulo 107 Constitucional, en ningún otro 

se excarcelará al inculpado sin que previamente el encargado del 

reclusorio lo notifique personalmente al Ministerio Públlco" 12• Esta norma, 

procura prevenir excarcelaciones injustificadas o Innecesarias, con malicia 

o con imprevisión de sus consecuencias. 

1 ~ Dccrc10 por el que se ri.:forma el Código Federal de Procedimientos Penales. Diario Oficial de Ja Federación 
del dla 19 de noviembre d~ 1985. 
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En la reforma de 1985, la libertad provisional bajo caución tuvo las 

siguientes caracterlsticas principales; 

a) Procedla si el delito imputado, incluyendo sus modalidades 

agravantes o atenuantes, merecla ser sancionado con pena 

cuyo término medio aritmético no fuera mayor de cinco años; 

b) El juez fijaba la caución tomando en cuenta las circunstancias 

personales del acusado (como son: su ocupación, estado civil, 

sexo, edad, antecedentes penales, entre otros) y la gravedad 

del delito que se le imputaba; 

c) La caución no debla exceder del equivalente a dos años de 

salarlo mlnimo general vigente en el lugar del delito, pero se 

hacia excepción de poder fijarla por el Importe de cuatro años 

de dicho salarlo por la especial gravedad del delito y las 

parllculares circunstancias personales del Imputado y de la 

vlcllma, debiendo motivarse ambos aspectos; 

d) Si el delito era Intencional y representaba para su autor un 

beneficio económico o causaba a la victima daño y perjuicio 

palrlmonlal, la garanlla por estos resultados debla ser cuando 

menos tres veces mayor a su Importe; y 

e) SI el delito era Imprudencia! o prelerlntenclonal, bastaba 

garantizar un Importe de los mencionados resultados 

patrimoniales y caucionar la libertad personal. 
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Otra reforma de gran Interés, es la que se publica en el Diario Oficial 

el 3 de septiembre de 1993, la que empezó a tener vigencia hasla el 2 de 

septiembre de 1994, por la que se reforma de nueva cuenta la fracción 

del articulo 20 Constiluclonal, para quedar como sigue: 

'Articulo 20. En todo proceso de orden penal, tendrá el Inculpado 
las siguientes garantlas: 

'l. Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la libertad 
provisional bajo caución, siempre y cuando se garantice el monto 
estimado de la reparación del daño y de las sanciones pecuniarias 
que en su caso puedan Imponerse al Inculpado y no se trate de 
delitos en que por su gravedad la ley expresamente prohiba 
conceder este beneficio. 
El monto y la forma de caución que se fije deberán ser asequibles 
para el Inculpado. En circunstancias que la ley determine, la 
autoridad judicial podrá disminuir el monto de la caución Inicial. 

El juez podrá revocar la libertad provisional cuando el procesado 
Incumpla en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en 
términos de ley deriven a su cargo en razón del proceso.' 13 

Esta reforma encuentra su antecedente en el Decreto publicado en el 

Diario Oficial de 8 de enero de 1991, que reformó, entre otros, los 

articulas 399 del Código Federal del Procedimientos Penales y 556 del 

Código de Procedimientos Penales del Distrito Federal, para permitir al 

juzgador conceder la libertad provisional al procesado en casos en que la 

pena del delito Imputado rebasaba el término medio aritmético de cinco 

años de prisión, exigiendo la satisfacción de los siguientes requisitos: 

11 Qccreto por el que se r<forruan !osanku!os 16 12 20 y 119 y se deroga la fraccjón XYIU del a11ku!o 107 
de la Coostjtucjón ro!ftjca de los Estados IJnjdas Me:cjcanos. Publicado en el Diario Oficial el 3 de 
septiembre de 1993 · 
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l. Que se garantice debidamente, a juicio del juez, la reparación del daño; 

11. Que la concesión de la libertad no constituya un grave peligro social; 

111. Que no exista riesgo fundado de que el inculpado pueda sustraerse a 

la acción de la justicia, y IV. Que no se trate de personas que, por ser 

reincidentes o haber mostrado habitualidad, la concesión de la libertad 

haga presumir fundadamente que evadirán la acción de la justicia. 

Bajo las reformas anteriores la libertad bajo caución se condiciona a 

que se garantice el monto estimado de la reparación del daño y de las 

sanciones pecuniarias que en su caso puedan imponerse al inculpado, y 

procede concederlas cuando no se trate de delito que por su gravedad la 

ley expresamente prohiba conceder este beneficio. 

De las mencionadas reformas, implicaba novedad el que se 

garantizara el monto estimado de la multa, pues el de la reparación del 

daño ya lo exígia el texto anterior, con la diferencia de que los montos 

eran distintos según se tratare de si el beneficio económico para el 

inculpado o el daño y perjuicio patrimonial a la victima provinieran de 

delito doloso (tres tantos cuando menos) o de delito imprudencia! (un 

tanto), haciendo diferencia igualmente en que había topes máximos para la 

caución por la libertad propiamente dicha, o sea, el que no debla de 

exceder de dos años de salario minimo y el que por excepción podía llegar 

hasta cuatro años. 

Otra novedad de la reforma fue en cuanto a la base para la 

15 



procedencia del beneficio, pues se abandonó la de que el término medio 

aritmético de la pena lijada para cada delito no excediera de cinco años, y 

se adoptó la de que en los delilos que la ley califique que son graves, el 

beneficio no procede. 

Para este cambio de sistema, "el legislador consideró que en un 
régimen democrático de justicia penal y en un Estado de Derecho, la 
ley debe garantizar los derechos del Inculpado en cuanto a su 
defensa y a aplicarle mlnlmas restricciones a su libertad personal, 
asl como proteger los Intereses de las victimas en quienes los 
efectos nocivos del delito repercuten: consideró también que con la 
reforma se procuraba llegar a un equilibrio en el conflicto que nace 
entre la prisión preventiva y la presunción de Inocencia que favorece 
al acusado, y que por ello la privación de la libertad durante el 
proceso debe reducirse a los delitos que representan mayor 
gravedad individual y social, resolviendo con esto de paso el serlo 
problema de sobrepoblación carcelaria que existe en el pals"". 

La última reforma a la que se hará referencia en este punto del 

capitulo, será la concerniente a la publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 3 de julio de 1996. 

La reforma de 1996, al Igual que la reforma de 1993, conserva el 

sistema de prohibición de libertad en el supuesto de ciertos delltos, los 

llamados graves, pero ya no Insiste en lo que algunos tratadistas 

denominan prejuicio legal, en lo que toca a los otros delitos. Esta es su 

mayor contribución al conveniente desarrollo de la libertad provisional. En 

el futuro se mira la posibilidad de que los Juzgadores dispongan o nieguen 

las medidas precautorias, con apoyo en datos que sustenten su 

14 Sarabia, Jesús Manual. "Libertad Provisional Bajo Caución: posibilidad de su negalin en delitos no graves, 
según reforma ni nrtfcuk1 20.l constilucional, vigente al partir de julio 4 de 1996". En Reyjsta Jurfdjca, 
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determinación, de cuya legitimidad y pertinencia deberán ser 

responsables. La reforma de 1993, cometió la equivocación de olvidar los 

elementos que naturalmente debe tomar en cuenta el juzgador para 

resolver sobre la forma y el monto de la caución. Se limitó a referirse al 

resarcimiento y a lo que denominó, en plural "sanciones pecuniarias". 

Estos errores han sido recogidos por la reforma de 1996, donde se 

estableció el texto siguiente: 

"Artículo 20. En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las 
siguientes garantlas: 

l. Inmediatamente que lo solicite, el Juez deberá otorgarle la libertad 
provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos 
en que, por su gravedad, la ley expresamente prohibe conceder 
este beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del 
Ministerio Público, el Juez podrá negar la libertad provisional, 
cuando el inculpado haya sido condenado con anterioridad, por 
algún delito calificado como grave por la ley o, cuando el 
Ministerio Público aporte elementos al Juez para establecer que la 
libertad del inculpado representa, por su conducta precedente o 
por las circunstancias y características del delito cometido, un 
riesgo para el ofendido o para la socieda.d. 

El monto y la forma de caución que se fije, deberán ser ª~-~-q.ulbles.
para el inculpado. En circunstancias que la ley determine, la 
autoridad podrá modificar el monto de la caución. Para resolver 
sobre la forma y el monto de la caución, el Juez deberá tomar en 
cuenta la naturaleza, modalidades y circunstancias del delito; _lj!Ji ,/ 
características del inculpado y la posibilidad de cumplimiento de las \' 

·obligaciones procesales a su cargo; los daños y perjuicios causados 
al ofendido; asi como la sanción pecuniaria que, en su caso, pueda 
imponerse al inculpado. 

La ley determinará los casos graves en los cuales el Juez podrá 
revocar la libertad provisional" 15

. 

Escuela Libre de Dcn:cho de Sinaloa. No J.. 1 Epoca. M;1yo - Agoslo 1996. p. 54 

is Decreto nor el cual se declaran rcfonnados los artlculos 16. 20 fracción 1 y ocnt'11limo párrafo 21 22 v 73 
fracción XXI de la Constitución Política de lo!i Estados Unidos Mcxicnnos. Publicado en el Diario Oficial del 
Fcdcrnción el día 3 de julio de 1996 
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De lo expuesto anteriormente, se debe señalar que la libertad 

provisional constituye una garanlla para el Inculpado; la negativa, una 

garanlla para el ofendido y la sociedad. La disposición constitucional, en 

consecuencia, es una medalla de doble faz: una tutela al inculpado, otra, 

al ofendido y la sociedad. 

En este contexto, el primer párrafo de la fracción 1 regula Jos 

supuestos materiales de libertad Provisional. El segundo párrafo se refiere 

a la caución, es decir, a la garanlla en sentido amplio, pues aquella 

expresión abarca todas las formas que la ley reconoce, a condición de que 

tengan naturaleza real o patrimonial: depósito en efectivo, fianza, hipoteca 

o prenda. También en este segundo párrafo, la reforma de 1996, mejora 

apreciablemente los conceptos de la disposición anterior. 

Como se mencionó, el texto Constitucional derivado de la reforma de 

1993, cometió la flagrante equivocación de olvidar los elementos que 

naturalmenle debe tomar en cuenta el Juzgador para resolver sobre la 

forma y monto de la caución. Se limitó a referirse al resarcimiento y a lo 

que denominó, en plural "sanciones pecuniarias". Es los errores han sido 

corregidos por la reforma de 1996. 

En efecto, esta última reforma se ocupó en establecer una serle de 

factores que considera para la determinación del monlo y de la forma de la 

caución. En tal virtud, se trata de resolver sobre la aplicabilidad de cada 

una de las formas de garanlla palrlmonlal que la ley contempla, a saber: 
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fianza, efectivo, billete de depósito, hipoteca y prenda, así como de la 

cuantia que cada una de ellas debe asegurar. Al respecto, es preciso 

tomar en cuenta la mayor o menor eficacia de cada forma de caución, para 

el doble propósito de mantener al inculpado ante la justicia y preservar los 

derechos que pudiera tener el ofendido. 

El segundo párrafo de la fracción 1 del articulo 20 constitucional 

reúne las diversas consideraciones aplicables a este punto. 

En primer término, se refiere al hecho punible, en si mismo, eje de la 

intervención penal y procesal del Estado. Se alude, así, a la naturaleza, 

modalidades y circunstancias del delito. 

Considerada, pues, la entidad del hecho, es necesario tomar en 

cuenta las caracterlsticas del inculpado y la posibilidad de cumplimiento 

de las obligaciones procesales a su cargo. Esta expresión abarca dos 

cuestiones estrechamente ligadas entre si por su referencia al imputado. 

Bajo el rótulo de •características• es posible incluir los antecedentes, la 

conducta ordinaria, la capacidad económica del sujeto, entre otros datos; y 

bajo el rubro de •cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo", 

quedan incluidos aquellos deberes que son la razón de ser de la garantia. 

Esas obligaciones procesales atienden, de modo principal a la 

presencia del probable agente del delito ante el Tribunal que lo juzga (o 

bien previamente, el Ministerio Público que averigua) y a la abstención de 
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cualquier acto que pudiera destruir elementos de prueba o alterar la 

participación de quienes intervienen, bajo cualquier título, en el desarrollo 

del proceso. 

Además, el Juzgador apreciará "los daños y perjuicios causados al 

ofendido". Aquí se halla el otro objetivo de la garantía patrimonial 

asegurar los intereses legítimos del ofendido, pendientes de expresión, 

prueba y reconocimiento 

C) LIBERTAD BAJO CAUCIÓN Y REQUISITOS. 

Apegándose a la normatívidad que establece el actual Código 

Federal de Procedimientos Penales, se identificaran cuáles son Jos 

requisitos y caracterlsticas sobre las cuales se otorga la libertad bajo 

caución. 

De acuerdo con lo que establece el actual Código Federal de 

Procedimientos Penales: 

"Al recibir el Ministerio Público Federal diligencias de averiguación 
previa, si hubiere detenidos y la detención fuere justificada hará 
inmediatamente Ja consignación a los tribunales, si se cumplen los 
requisitos a que se refiere el párrafo primero del articulo 134°; si 
tales requisitos no se satisfacen, podrá retenerlos alistándose a lo 

· En cuanto aparCJ.ca de la averiguación prc\'in (IUC se han acreditado el cuerpo del delito y la probable 
responsabilidad del indiciado. en los términos del articulo 168, el Ministerio Público cjerci1ará la acción penal 
ante los tribunales y expresará, sin necesidad de acrcdilarlo plenamente, J:¡ forma de realización de Ja 
conducta, Jos elementos subjetivos cspcdílcos cunndo la descripción tlpica lo requiera, asl como las demás 
circuns1ancias que la ley prcvc.1. 
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previsto en los artículos 193, 194 y 194 bis'. Si la detención fuere 

• ARTiCULO 193 Se entiende que existe flagrancia cuando: 
l. El inculpado es detenido en el momento de estar cometiendo el delito~ 
11. lnmcdialamcntc dcspuCs de ejecutado el delito, el inculp:1do es perseguido materialmente. o 
111. El inculpado es sc1lalado como responsable por ta victima, alg1ín testigo presencial de los hechos o quien 
hubiere participado con CI en la comisión del delito. o se encuentre en su poder el objeto, instrumento o 
producto del delito, o bicn ,1p.1rczcan huellas o indicios que hagan presumir íundadamcntc su participación en 
el delito; siempre y cuando se trate de un delito grave, asi calificado por la ley, no haya transcurrido un plazo 
de ClLlrcnta y ocho horas desde el momcnlo de la comisión de los hechos delictivos. se haya iniciado la 
a\·eriguación previa respectiva y no se hubiera intemuupido la persecución del delito. 
En esos casos, el Minislcrio Público decretará la rclcnción del indiciado si es1:\n satisfechos los requisitos de 
proccdibilidad y el delito merece pena privaliva de libertad, o bien ordenará la libertad del detenido, cuando la 
sanción sea no privativa de la liben ad o allemativa. 
La violación a lo dispuesto en el párrafo anterior hará penalmente responsable n quien decrcle la indebida 
retención )' la persona detenida deberá ser puesta de inmediato en libertad. 
De decretar la retención. el Ministerio Ptiblico iniciará desde luego la averiguación previa correspondiente, si 
aún no lo ha hecho. 
ARTICULO 193 bis.· En casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar por 
escrito la detención de una persona, fundando y expresando los indicios que acrediten: 
a) Que el indiciado ha) a inlerYenido en la comisión de alguno de los delitos sc11alados como graves en el 
articulo siguiente; 
b) Que exista riesgo fund1do de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, y 

..,: c) Que por mzón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante autoridadjudicfal para 
solicitar la orden de aprehensión. 

\ , L1 violación de esta disposición hará penalmente responsable ni Ministerio Público o funcionario que decrete 
'( indebidamente la detención y el sujeto ser.\ puesto en inmediata libertad. 

~lculo l IJt Se califican como delitos graves. para todos los efectos legales, por afectar de manera 
impclrtiínte valores fundmnentalcs de la sociedad, los previstos en los ordenamientos legales siguientes: 

l. Del Código Pe1ml para el Distrito Federal en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia 
del Fuero Federal, los delitos siguientes: 

1) Homicidio por culpa grave, previsto en el anlculo 60, p..irrafo lercero; 
2) Traición a la patria. previsto en los anlculos 123, 124, 125 y 126; 
J) Espionaje, pre\'isto en losanlculos 127 y 128; 
4) Terrorismo, pre\'islo en el anlculo 139, p.'urafo primero; 
5) Sabotaje. previsto en el aniculo 140, párrafo primero; 
6) Los previstos en los articulas 142, p.irrafo segundo y 145; 
7) Piraterla. pmisto en los anlculos 146 y 147; 
8) Genocidio, previsto en el nnlculo 149 Bis; 
9) Evasión de presos. previsto en losartlculos 150 y 152~ 
10) Ataques a las \'ias de comunicnción, previsto en los articulas 168y 170; 
11) Uso illcilo de ins1alncioncs dcslin.1d.1s al tránsito aéreo, prcvis10 en el articulo 172 Bis párrafo 

tercero; 
12) Contrn la salud. prC\islo en los articulas 19.t, 195, párrafo primero, 195 Bis, C.'(c:cpto cuando se trate 

de los casos previstos en las dos primeras lineas horizontales de las t.1blas contenidas en el apéndice 
1, 196 Bis, 196 Ter. 197, p.-\rrafoprimero y 198, p:irte primera del párrafo tercero; 

IJ) Cormpción de menores o incapaces. previsto en el articulo 201; y pomografla infantil, previsto en el 
anlculo 2111 

1-1) Los pre\'istos en el articulo 20S, segundo p.;irrafo; 
15) Explotación del cuerpo de un menor de edad por medio del comercio camal. previsto en el anlculo 

20K; 
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injustificada, ordenará que los detenidos queden en libertad" 

El Ministerio Público dispondrá la libertad del inculpado, en los 

supuestos y cumpliendo con los requisitos establecidos por el articulo 399 

del Código de Procedimientos Penales, sin perjuicio de solicitar su arraigo 

en caso necesario. El Ministerio Público fijará la caución suficiente para 

garantizar que el detenido no se sustraerá a la acción de la justicia, ni al 

pago de la reparación de los daños y perjuicios que pudieran serle 

exigidos. 

16) Falsificación y alteración de moneda, previsto en los aniculos 234, 236 y 237; 
17) Falsificación y utiliz.ación indebida de documentos relativos al crédito. previsto en el articulo 240 

Bis, sah·o la fracción lll; 
18) Contra el consumo y riquc1.a nacionales, previsto en el articulo 254, fracción VII, párrafo segundo; 
19) Violación, previsto en los artlcnlos 265, 266 y 266 Bis; 
20) Asalto en carreteras o caminos, previsto en el articulo 286, segundo p.irrafo: 
21) Lesiones. previsto en los articulas 291, 292 y 293, cuando se cometa en cualquiera de las 

circunstancias previstas en los articulas 315 y 31 S Bis; 
22) llomicidio, previsto en los articulas 302 con relación al 307, 313, 315, 315 Bis. 320 y 323; 
23) Secuestro, previsto en el articulo 366, salvo los dos p;\rrafos lihimos, y tráfico de menores. previsto 

en el articulo 366 ler: 
2-l) Robo calificado, previslo en el artículo 367 cuando se realice en cualquiera de las circuns1ancias 

señaladas en los artículos J72 y 381, fracciones Vil, Vlll. IX, X, XI, Xlll, XV y XVI; 
25) Robo calificado, previsto en el articulo 3(,7, en relación con el 310 p.1rmfos segundo y lerccro, 

cuando se rc.1lice en cualquiera de las circunstancias sci\aladas en el articulo 38 l Bis; 
2f,) Comcrcialú.ación habitual de objetos rob.1dos. pre\'isto en el :1rtlculo 368 Ter: 
27) Susw1cción o apro\'echamiento indebido de hidrocarburos o sus derivados, previslo en el articulo 

]68 Quáter, p.irmío segundo; 
28) Robo, previsto en el articulo 37 l. párrafo tiltimo; 
2 9) Robo de vehículo, previsto en el articulo 37(1 Bis; 
30) Los pre\'istos en el articulo 377; 
31) Extorsión, previsto en el articulo 390; 
32) Operaciones con recursos de procedencia ilicita. previsto en el articulo 400 Bis, y 
11) En materia de derechos de m11or. previsto en el articulo .J2.J Bis. 

ti. De la Ley Federal contra Ja Delincuencia Organizada, el previsto en el articulo 2. 
111. De la Ley Federal de Annas de Fuego y Explosivos, los delitos siguientes: ..... 

ARTÍCULO 19-1 Bis.· En Jos casos de delito Oagr:mte y en casos urgentes. ningún indiciado podrá ser 
retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, quien transcurrido dicho plazo, deben\ 
ordenar su libertad o ponerlo,, disposición de Ja autoridad judicial. Este plazo podrá duplicarse respecto de 
los delilos a que se refiere la ley federal en materia de delincuencia organi1.ada. 
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Cuando el delito merezca pena alternativa o no privativa de libertad, 

se dispondrá la libertad sin necesidad de caución y sin perjuicio de pedir el 

arraigo correspondiente. 

Cuando el Ministerio Público deje libre al indiciado, lo prevendrá a 

fin de que comparezca cuantas veces sea necesario para la práctica de 

diligencias de averiguación previa y concluida ésta, ante el juez a quien se 

consigna, quien ordenará su presentación y si no comparece sin causa 

justa y comprobada, ordenará su aprehensión, mandando hacer efectiva la 

garantía otorgada. 

El Ministerio Público podrá hacer efectiva la garantia si el indiciado 

desobedeciera, sin causa justificada, las ordenes que dictare. 

La garantla se cancelará y en su caso se devolverá por el Ministerio 

Público, cuando se resuelva el no ejercicio de la acción penal. 

Consignado el caso, tal garantia se considerará prorrogada tácitamente, 

hasta en tanto el juez no decida su modificación o cancelación. 

En la determinación que dicte el juez, fundará y motivará el 

otorgamiento o la negativa de libertad, asl como la revocación de ésta, en 

su caso, tomando en cuenta las prevenciones constitucionales, y demás, 

aplicables. En lo que respecta a la determinación del monto de la caución, 

se hará señalamiento especifico sobre Jos daños y perjuicios, en la medida 

en que de las actuaciones se desprendan datos para fijar unos y otros. El 
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juez valorará lo actuado, asimismo, para resolver si se trata de delitos 

dolosos o culposos, con el propósito de precisar las consecuencias de 

dicha clasificación para los efectos de la garantía debida. 

Fuera de los casos de libertad ordenada por el juez o de aquellos a 

que se refiere el artículo 19 Constitucional, en ningún otro se excarcelará 

al inculpado sin que previamente el custodio lo notifique personalmente al 

Agente del Ministerio Público. 

Por otro lado, debe señalarse lo que establece el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal en su articulo 556: 

"Todo inculpado tendrá derecho durante la averiguación previa y en 
el proceso judicial, a ser puesto en libertad provisional bajo caución, 
inmediatamente que lo solicite, si se reúnen los siguientes 
requisitos: 

l. Que garantice el monto estimado de la reparación del daño; 
tratándose de delitos que afecten la vida o la Integridad corporal, el 
monto de la reparación no podrá ser menor del que resulte 
aplicándose las disposiciones relativas de la Ley Federal del 
Trabajo; 

11. Que garantice el monto estimado de las sanciones pecuniarias 
que en su caso puedan imponérsela; 

111. Que otorgue caución para el cumplimiento de las obligaciones 
que en términos de ley se derivan a su cargo en razón del proceso, y 

IV. Que no se trate de delitos que por su gravedad están previstos 
en el párrafo último del articulo 268 de este Código'. 

De todo lo dicho, se concluye que, los jueces, para determinar sobre 

la improcedencia o procedencia de la libertad bajo caución, deberán tener 
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acreditado el monto a que asciende el daño o perjuicio que se produjo por 

Ja ejecución de la conducta o hecho, sin omitir las demás exigencias 

establecidas por el articulo 19 Constitucional, en relación con el articulo 

399 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Es importante tener presente que en la comisión del delito pudo 

darse alguna agravante, atenuante u otra "modalidad", que será tomada en 

consideración, para resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

libertad. 

Hasta antes de que esto se incluyera en nuestros Códigos, 

únicamente se atendía al término medio aritmético. 

La caución podrá consistir en depósito en efectivo, caución 

hipotecaria, o fianza personal de acuerdo con los articulas 404, 405 y 406, 

del Código Federal de la materia. 

ARTICULO 404. La caución consistente en depósito en efectivo, se 
hará por el inculpado o por terceras personas en la institución de 
crédito autorizada para ello. El certificado correspondiente se 
depositará en la caja de valores del tribunal, asentándose constancia 
de ello en autos. Cuando por razón de la hora o por ser dla Inhábil 
no pueda constituirse el depósito directamente en la Institución 
mencionada, el tribunal recibirá la cantidad exhibida y la mandará 
depositar en aquélla el primer dla hábil. 

Cuando el inculpado no tenga recursos para efectuar de una sola 
exhibición el depósito en efectivo, el juez podrá autorizarlo para que 
lo efectúe en parcialidades, de conformidad con las siguientes 
reglas: · 

l. Que el inculpado tenga cuando menos un año de residir en forma 
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efectiva en el lugar en que se siga el proceso, demuestre estar 
desempenando empleo, profesión u ocupación ilcitos que le provean 
medios de subsistencia; 

11. Que el Inculpado tenga fiador personal que, a juicio del juez, sea 
solvente e idóneo y dicho fiador proteste hacerse cargo de las 
exhibiciones no efectuadas por el Inculpado. El juez podrá eximir de 
esta obligación, para lo cual deberá motivar su resolución; 

111. El monto de la primera exhibición no podrá ser inferior al quince 
por ciento del monto total de la caución fijada, y deberá efectuarse 
antes de que se obtenga la libertad provisional; y 

IV. El inculpado deberá obligarse a efectuar las exhibiciones por los 
montos y en los plazos que le fije el juez. 

ARTICULO 405. Cuando la garanlia consista en hipoteca, el 
Inmueble no deberá tener gravamen alguno y su valor fiscal no 
deberá ser menor que la suma fijada como caución, más la cantidad 
que el juez estime necesaria para cubrir los gastos destinados a 
hacer efectiva la garanlia en los términos del articulo 414 de este 
Código. 

Cuando la garanlia consista en prenda su valor de mercado será, 
cuando menos, de dos veces el monto de la suma fijada como 
caución. En este caso el tribunal expedirá el certificado de depósito 
correspondiente. 

ARTICULO 406. Cuando se ofrezca como garanlla fianza personal 
por cantidad que no exceda del equivalente a cien veces el salarlo 
vigente para el Distrito Federal quedara bajo la responsabilidad del 
tribunal la apreciación que haga de la solvencia o Idoneidad del 
fiador 

De todo lo anterior expuesto, considero que el constituyente 

permanente del Congreso de la Unión en busca de dar un mejor 

tratamiento al beneficio de la libertad bajo caución, resolvió abandonar la 

antigua fórmula del término medio arllmétlco y determinó, mediante la 

reforma de septiembre de 1993, emplear la figura de "delitos graves", de 

tal suerte que al estar en presencia de uno de éstos se hace nugatorlo que 

el detenido pudiere alcanzar su libertad provisional bajo caución. Asl, 
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desde el año de 1994, en que en el ámbito federal se señalaron 

exhaustivamente los delitos considerados como graves, es que se ha 

venido utilizando esta fórmula para determinar si es factible o no conceder 

a los indiciados el beneficio citado. Sin embargo, considero que con la 

reforma del año de 1996, se emplean criterios personales del juzgador, 

que no derivan de la ley y que en cierta medida ponen en peligro la 

libertad individual. 

27 



CAPÍTULO 11 
DELITOS FISCALES 

Una segunda variable que se hace necesario Identificar en el 

presente trabajo de Investigación, es la relatlva a los delltqs fiscales, con 

el propósito de ubicar su naturaleza jurldlca, producto del poder 

sancionador que llega a ejercer la Administración Pública Federal, cuando 

a comprobado la vlolaclón a una norma fiscal. Los delltos fiscales, cabe 

señalar, no están contenidos en el Código Penal, sino en una ley especial 

de nombre Código Fiscal de la Federación, por lo que pueden considerarse 

como delitos especiales y de carácter patrimonial, porque se ocupan de 

custodiar el cumplimiento de las obligaciones tributarlas frente a la 

hacienda pública del Estado; al mismo tiempo son federales, ya que se 

encuentran comprendidos dentro de una Ley de competencia o carácter 

federal. Revisemos con detalle los delitos fiscales. 

A) DOCTRINA Y TEORIA DEL DELITO 

El Instrumento fundamental de permanencia, protección y evolución 

de la sociedad lo constituye el derecho, proyectado ante los hombres como 

un conjunto de principios o disposiciones de carácter Imperativo que 

poslbllltan la vida en común dentro de una sociedad, al dirigir 

paclflcamente la constante e Inevitable relación entre los Individuos y 

comprendiendo en su contenido diversos valores y objetos, no solo 
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corporales, sino también inmateriales, que son necesarios para el logro de 

los fines propuestos del ser humano, e indispensables para la 

conservación del grupo social; valores que al ser resguardados por el 

derecho adquieren la calidad de bienes jurídicos, garantizando el propio 

ordenamiento la protección y disfrute a cargo de sus legítimos titulares, 

evitando sean vulnerados por conductas injustas y antagónicas. "De los 

comportamientos antisociales adquieren especial relevancia y entran en el 

ámbito del Derecho Penal aquellos que transgreden el orden social en sí, y 

ponen en peligro la estabilidad y armonia de la sociedad, al violar no tan 

solo intereses individuales de un sujeto en particular, sino bienes o 

derechos de la colectividad misma, que son necesarios para la integridad 

del grupo que se trate, es decir, se lesiona directamente a la sociedad, 

además de dañar al sujeto individual sobre el que recae la conducta 

criminosa. Tales comportamientos reciben el nombre de delitos"." 

El delito por ser un fenómeno social y por tener palpitante realidad, 

ha sido estudiado por muy diversas ramas del saber humano, por lo que 

nos referimos exclusivamente al enfoque dado por el derecho. 

La palabra delito proviene del verbo latino delinque, de/inquere, que 

significa "desviarse", "abandonar", "resbalar', "apartarse del buen camino", 

"alejarse de la ley". 

16 Confrontar: Jiméncz de Asl1a, Luis. Tratado de Derecho Penal. Tomo 111. Editorial Losada. Buenos Aires~ 
1961, p. 32. 
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Cuello Calón define al delito como una "acción antijurídica, tlpica, 

culpable y sancionada con una pena". 17 Para Mezger el delito es una 

"acción típicamente, antijurídica y culpable"." Beling se refiere a él 

diciendo "es la acción tipica antijurldíca, culpable sometida a una 

adecuada sanción penal y que llena las condiciones objetivas de 

penalidad"." La diferencia para éstos dos últimos consiste en que para el 

primero la acción tlpica la entiende a la vez antijurldica, mientras que el 

segundo distingue a la tlplcidad y antijuridicidad. 

Jiménez de Asúa, indica que el delito es "el acto típicamente 

antijurldico, culpable, sometido a veces a condiciones objetivas de 

penalidad, imputable a un hombre y sometido a una sanción penal".'º 

Los elementos que incluyen estas definiciones en términos generales 

se puede decir que son los mismos, dado que es indudable para la 

realización de un delito, una acción humana en amplío sentido (acción y 

omisión), o sea un acto del hombre que dañe o ponga en peligro algún bien 

juridico tutelado; la lesión para ser considerada como delito debe provenir 

de una actividad humana, dejando al margen a los hechos de los animales, 

1
' Cuello Calón, Eugenio. Derecho Penal. Tomo 1 y 11. Diecisieteava Edición. Dosch Editorial. Barcelona, 
1966, p. 171. 

tM Franco Sodi, Carlos. Nociones de Derecho Penal. Primera Edición. Editores Mexicanos Unidos, México, 
1950. p. 51. 

19 Moreno de P. Antonio. Curso de Derecho Penal Mexicano. Primera Edición. Pornia. México, 1968. p. 27. 

:u Jiméncz de Asúa, Luis. Op. cit. p. 63. 
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a los acontecimientos fortuitos. 

La tipicidad se refiere a la adecuación de la conducta concreta a lo 

dispuesto por la ley penal expedida con anterioridad al hecho, 

posibilitándose, de esta manera, conocer la prohibición o la obligación 

impuesta y el contenido penal del acto. La acción requiere también para el 

delito de la anlijuridicldad que implica una oposición con la norma jurídica 

y una transgresión de los principios de armonía y solidaridad social. 

La culpabilidad es el elemento subjetivo que relaciona al agente con 

el hecho, el cual necesita como presupuesto a la imputabilidad, que 

también es ubicada por algunos doctrinarios como presupuesto del delito y 

que consiste en la capacidad intelectual y volitiva suficiente en el sujeto 

activo para exigirle responsabilidad por su obrar. 

Se incluye además en ta definición, a la sanción penal o punibilidad 

como elemento del delito. La calidad del delito no la da la penalidad, ya 

que son punibles precisamente por ser delitos, pues atentan contra la 

conservación del orden social establecido. Si la punibilidad fuera un 

elemento de naturaleza, lntrlnseco al delito, al desaparecer aquel, se 

alterarla la substancia misma de éste al Igual que si un compuesto qulmico 

se le desaparece uno de sus componentes, se alterarla el resultado, en 

virtud de que precisamente todos los componentes o partes constituyen el 

todo; situación ajena al delito, que puede subsistir inalterado e íntegro, sin 

que necesariamente se haga presente la punlbilldad, es decir, si bien el 
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merecimiento y aplicación de una pena es una consecuencia más o menos 

ordinaria, no alcanza el grado de elemento esencial del delito, y diversas 

disposiciones hacen ratificar la postura; tal es el caso de las excusas 

absolutorias, en las que subsiste el delito pero la pena no se aplica, o 

también en el supuesto de que la ley mencione alguna condición objetiva 

de punibilidad, que hace imposible la ejecución de penas, hasta en tanto 

se cumpla con ciertos requisitos que la propia ley establece. 

Dentro de este contexto, la Constitución Politica de México, 

distingue entre delitos y faltas, al establecer la competencia de la 

autoridad judicial para castigar los delitos, mediante la imposición de 

penas, y la competencia de la autoridad administrativa para sancionar las 

infracciones o faltas con multa y arresto (articulo 21), y también al facultar 

al Congreso de la Unión para definir los delitos y faltas contra la 

Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse (articulo 73, 

fracción XXI). 

Por lo que se refiere a la legislación tributarla, también separa la 

competencia judicial para conocer de los delitos fiscales y castigarlos, de 

la que corresponde a las autoridades hacendarias para sancionar 

administrativamente las infracciones a las leyes tributarias, competencias 

que son independientes entre si y pueden coexistir respecto de algunos 

delitos fiscales, como sucede en el contrabando, omisiones del pago de 

contribuciones, o de presentación de declaraciones, en virtud de las 

disposiciones de los artículo 70 y 94 del Código Fiscal de la Federación: 
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"Articulo 70.· La aplicación de las multas, por infracciones a las 
disposiciones fiscales, se hará independientemente de que se exija 
el pago de las contribuciones respectivas y sus demás accesorios, 
asl como de las penas que impongan las autoridades judiciales 
cuando se incurra en responsabilidad penal. 

Articulo 94 .• En los delitos fiscales la autoridad judicial no impondrá 
sanción pecuniaria; las autoridades administrativas, con arreglo a las 
leyes fiscales, harán efectivas las contribuciones omitidas, los 
recargos y las sanciones administrativas correspondientes, sin que 
ello afecte al procedimiento penal". 

Las leyes que crean y regulan las obligaciones fiscales o tributarios 

a cargo de los contribuyentes "son una especie de las llamadas leyes 

administrativas que establecen deberes de los administrados para con la 

Administración"". Por consiguiente, las normas relativas a las sanciones 

administrativas que se asocian al incumplimiento de las obligaciones 

fiscales o tributarios, están contenidas en el Derecho Penal. 

Sin embargo, diversos autores se han ocupado en especial de la 

cuestión de la autonomla del Derecho Penal Fiscal o Tributarlo 

entendiendo por tal, "el conjunto de disposiciones que vinculan una 

sanción o pena determinada al incumplimiento de las normas que 

garantizan los intereses fiscales de la Administración, esto es, de las 

normas que establecen deberes para con el Fisco"". 

A continuación, se hace referencia a algunas de las opiniones 

21 Lomcli Cerezo, Margarila. Derecho Disc;il RcprCSÍ\'O. Segunda Edición. Edilorial Porrúa. México, 1997. p. 
139 

~2 lbidcm 
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doctrinarias sobre la naturaleza del Derecho Penal Tributario o Fiscal, 

clasificándolas en dos grupos: A) Aquellas que sostienen su Independencia 

frente al Derecho Penal general, ya sea que consideren que el Derecho 

Penal Fiscal pertenece al Derecho Administrativo o al Tributarlo, o bien 

que constituye un cuerpo autónomo; y B) Las opiniones que juzgan que 

tiene la misma naturaleza y no puede distinguirse esencialmente del 

Derecho Penal común. 

A) Entre los partidarios de la primera de las posiciones doctrinarlas 

señaladas, se encuentra el penalista italiano Gluseppe Magglore quien 

considera que existe un illcito fiscal o delito de Hacienda y que el Derecho 

Penal Fiscal o de Hacienda es una rama del Derecho Administrativo. 

Agrega que: 

"sus penas son en general pecuniarias (multas fijas o proporcionales 
o contenidas entre un máximo y un mlnlmo), a ocasiones restrictivas 
de la libertad personal y que esas sanciones pecuniarias no son tan 
sólo reacciones penales, pues se convierten en ventajas económicas 
del Estado, por lo cual a menudo se confunde la pena con el 
resarcimiento del daño"23

• 

Según Magglore, el Derecho Penal Fiscal presenta algunas 

particularidades respecto del Derecho Penal ordinario: 

"la abrogación de sus normas debe ser expresa, no tacita; vale para 
ellas el principio de la retroactividad, aunque se trate de leyes 
temporales, o excepcionales: el juez no puede declarar Inaplicable 
una norma, sin haber promovido antes la decisión de la Corte de 

21 Mnggiore, Giuseppc. Derecho Penal. Segunda Edición. Editorial Temis. Bogotá, 19S2. pág. 48. 
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Casación en sesión plena. El juicio, con la aplicación de las penas 
fiscales, es pasado siempre al Administrador de Hacienda quien 
provee con un decreto, salvo oposición del Tribunal"". 

Dino Jarach pertenece Igualmente a la tendencia doctrinaria citada, 

pues considera Inicialmente que: 

"las sanciones tributarias y administrativas no pertenecen al Derecho 
Penal, sino que se han separado del conjunto de normas represivas 
que contiene el orden jurldlco, para constituir una disciplina propia 
con autonomla estructural; y que el Derecho Tributario Penal y el 
Derecho Administrativo Penal no son cuerpos Independientes sino 
que respectivamente forman parte del Derecho Tributarlo y del 
Derecho Admlnistrativo" 25

• 

Sin embargo, Jarach admite la identificación ontológica del lllclto 

tributarlo con el liiclto penal y la conveniencia de aplicar a aquél los 

principios del derecho penal criminal, fruto del progreso de Ja ciencia y de 

la conciencia, tales como los de nul/um crimen ef nulla poena sine lega, 

nul/a poena sine judicio, no hay punlbllldad sin Imputabilidad y culpabilidad 

y otros más. 

B) La Identidad esencial del Derecho Penal común y del Derecho Penal 

Tributarlo es sostenida, entre otros autores, por el profesor espanol 

Fernando Sálnz de Bujanda, con las siguientes palabras: 

"Pienso que el Derecho Penal Tributario, como parte del Derecho 

24 lbidem. 

25 Jiméncz de Asúa, Luis. Trntat.lo de Derecho Penal. Segunda Edición. Editorial Losada. Buenos Aires, 
t96J pág. 48 
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Punitivo general, habrá de absorber la teoria jurídica de la 
infracción, elaborada, tras muchos esfuerzos, en esta rama del 
Derecho Público. Corresponde a los penalistas extender al campo 
tributario, con las acomodaciones pertinentes, la doctrina de la 
antljuridicidad, de la culpabilidad y de los restantes elementos del 
delito. Todo régimen fiscal cuyo sistema de sanciones se produzca 
al margen de la doctrina jurídico-penal y de los principios generales 
sobre ilicitud civil o administrativa ha de ser forzosamente irracional 
y arbitrario"". 

Según Francisco L. Menegazzi, destacado jurista argentino, quien 

sostiene que el Derecho Penal Fiscal es independiente del Derec~o Penal 

común, prescinde del estudio histórico del problema y se atienen a 

diferenciaciones conceptuales cuyo defecto proviene de haberse 

desatendido las contingencias del desarrollo de las instituciones en el 

tiempo. 

Postula Menegazzi "la unidad del Derecho Penal, no obstante la 
autoridad de la doctrina que sostiene la autonomía del Derecho 
Penal Fiscal, porque la tesis de la autonomia de éste dificultarla, al 
independizarlo de aquél, la tendencia, cuyo curso creemos haber 
seguido... hacia un sentido de justicia más respetuoso de la 
responsabilidad del hombre, en virtud del cual la sanción se aplica a 
los sujetos cuya conducta es materia del deber jurídico y cuya 
conducta antijurídica constituye, por lo tanto, la transgresión que es 
el supuesto de la pena"". 

El eminente tratadista argentino Rafael Bielsa no acepta tampoco la 

autonomía del Derecho Penal Fiscal. Lo define como: 

"el derecho represivo de la Administración Fiscal y como el conjunto 
de disposiciones legales punitivas de las transgresiones de las leyes 

!b Cilado por: Lomcli Cerezo, Margarita. Op. cit. p. 142 

"Mcncgaui. Francisco L. El Derecho Represivo Fiscal del Porvenir. La Plata. 1975. p. 46 
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fiscales"". 

En cuanto a su autonomla dice textualmente: "La necesidad de una 
régimen represivo fiscal dirigido a asegurar la percepción regular y 
efectiva de los Ingresos para la formación del erario, ha dado origen 
a concepciones mas o menos doctrinales, o tendencias simplemente, 
para caracterizar un sistema positivo penal fiscal"". 

En este sentido y de acuerdo a lo que ·señala el Código Fiscal de la 

Federación en su Titulo IV Capitulo IV de las Infracciones y delitos 

fiscales, pueden considerarse como delitos fiscales, los siguientes: 

Articulo 102. Delito de contrabando 

Articulo 108. Delito de defraudación fiscal 

Articulo 11 O. Delitos relacionados con el Registro Federal de 

Contribuyentes 

Articulo 111. Delitos relacionados con la presentación de 

declaraciones o con la contabilidad. 

Articulo 112. Delitos cometido por los depositarlos o Interventores. 

Articulo 113. Delitos por alteración de sellos, marcas o aparato~ de 

lndole fiscal. 

Articulo 114. Delitos relacionados con servidores públicos. 

Articulo 115. Delitos por el robo o destrucción de mercanclas en 

recinto fiscal o fiscalizado. 

De acuerdo con el articulo 95 del Código Fiscal de la Federación, 

"Bielsa, Rafael. Estudios de Derecho Público. Editorial Dcpalma. Buenos Aires, 1951. p. 511. 

29 lbidem. 
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son responsables de los delitos fiscales, quienes: 

l. Concierten la realización del delito. 
11. Realicen la conducta o el hecho descritos en la Ley. 
111. Cometan conjuntamente el delito. 
IV. Se sirvan de otra persona como instrumento para ejecutarlo. 
V. Induzcan dolosamente a otro a cometerlo. 
VI. Ayuden dolosamente a otro para su comisión. 
VII. Auxilien a otro después de su ejecución, cumpliendo una 

promesa anterior. 

Mientras que el articulo 96 del Código Fiscal de la Federación, se 

refiere a que son responsables de encubrimiento en los delitos fiscales, 

quién o quiénes, sin previo acuerdo y sin haber participado en él, después 

de la ejecución del delito: 

l. Lucre, adquiera, reciba, traslade u oculte el objeto del delito a 
sabiendas de que provenía de éste, o si de acuerdo con las 
circunstancias debía presumir su ilegítima procedencia, o ayude a 
otro a los mismos fines. 

11. Ayude en cualquier forma al inculpado a eludir las investigaciones de 
la autoridad o a sustraerse de la acción de ésta, u oculte, altere, 
destruya o haga desaparecer las huellas, pruebas o instrumentos del 
delito o asegure para el inculpado el objeto o provecho del mismo. 

El encubrimiento a que se refiere el mencionado articulo, se 

sancionará con prisión de tres meses a seis años. 

De todo lo anterior expuesto, considero que la violación a los 

mandatos de la ley y en especial la realización de maniobras destinadas a 

sustraerse a la obligación tributario, implica alterar el orden jurídico y Jos 

Intereses generales de Ja sociedad y significan un mero atentado a los 

derechos patrimoniales del ente jurídico llamado Estado. Por esa razón, 
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las penas establecidas para castigar este tipo de ilícitos, tienen una 

finalidad represiva o Intimidatoria y no simplemente orientada a la 

reparación del daño. 

B) CONTRABANDO 

El delito de contrabando es una práctica antigua, y su regulación en 

México tiene antecedentes que vienen desde el año de 1564, "cuando los 

buques que llegaban a la Nueva España, lo hacían subrepticiamente y en 

lugares diferentes a los autorizados por el Consulado de México"'°. 

No es, sino hasta el primero de marzo de 1667, que se expidió la 

Ordenanza General de Aduanas Marltimas y Fronterizas, la cual estaba 

formada por 450 artlculos y 2 anexos, en dicho ordenamiento jurldico se 

tipificó el contrabando como un delito que se comete al importar o exportar 

mercancías, aun cuando sean de las que no causen derechos, eludiendo la 

intervención de las autoridades fiscales ya sea porque se practique por 

lugares no sujetos a vigilancia, o se haga clandestinamente, o bien porque 

se realice con violencia. Se consideraba además como contrabando, 

"la importación de materiales de guerra cuando esté prohibido por el 
ejecutivo Federal. Cuando se importen mercancías de nación que 
esté en guerra con México. La que se afectará por puertos o lugares 
sustraldos a la obediencia del gobierno. La Importación de moneda 
falsa de cualquier cuño. La Internación de mercanclas sin que se 

:1o Cnc Canovas, Agustln. Historia social y Económica de México. Tercera Edición. Trillas. México, 1985. p. 
61 
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haya cumplido previamente con los requisitos legales y por último, la 
que se realice con documentos falsos o alterados"". 

La palabra contrabando tiene en los diccionarios diferentes 

definiciones etimológicas. 

Para el Diccionario de la Lengua Española 

"viene de Contra palabra latina, que es una preposición con que se 
denota la oposición o contrariedad de una cosa con otra y de Bando 
de Bandir que es edicto, ley o mandato solemnemente publicado de 
orden superior•". 

En cambio para Mascareñas 

•contrabando proviene del bajo latín Conlra-bannum, en la cual Ban 
en el antiguo derecho público significaba la orden notificada o 
promulgada oficialmente, por lo tanto lo que vaya en contra de esta 
orden o bando, será contrabando"33

• 

Cabañuelas dice que "significa lo hecho contra un bando o pregón 

público"34
• 

Por otra parte, la Enciclopedia Jurídica Omeba afirma que la palabra 

contrabando, de origen español, tiene su antecedente en la expresión 

Bannum, voz latina con la que se designaba una ley cualquiera, dictada 

11 Ibidcm. 

3 ~ Real Academia Espm1ola. Diccionario de Ja Lengua Espaílola. Madrid. Espmla. 1992. p.1272 

H. Ma.scarcñas, Carlos E. Nueva Enciclopedia Jurídica. Tomo V Espmla, 1982, pág. 282. 

n Cabmluclas, Guillermo. Diccionario de Derecho Usual. Tomo l. Argentina, 1989. p.403 
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con el fin de ordenar o Impedir hechos individualizados a los habitantes de 

una nación. De tal modo que la palabra contrabando pasó a significar 

cualquier acción o comportamiento contrario a una ley o a un edicto 

dictado en un pais o región. 

Félix Jorge Silveyra entiende por contrabando 

"todo acto u omisión realizado o dejado de realizar por uºna persona 
fisica o ideal, en nombre propio o por otra, que trate de producir o 
produzca efectivamente la no intervención de ta autoridad fiscal o 
que ésta intervenga defectuosamente o en forma incompleta y que 
tenga por fin la ejecución de operaciones en contra de las 
pertinentes disposiciones legales, con el objeto de, obtener un 
beneficio propio"". 

La regulación del contrabando como delito sancionado con pena 

corporal está regulado en el Código Fiscal de la Federación vigente. En 

este caso, el Código Fiscal está considerado como una ley especial de 

aplicación federal. 

Establece el Código en cita en su articulo 102, que: 

"comete delito de contrabando quien introduzca al pais o extraiga 
de él mercancias omitiendo el pago total o parcial de las 
contribuciones o cuotas compensatorias que deban cubrirse. 
Burlando el permiso de autoridad competente, cuando sea necesario 
este requisito. Importando o exportando cosas prohibidas. También 
comete delito de contrabando quien interne mercancías extranjeras 
procedentes de las zonas libres al resto del pals en cualquiera de 

H Can·ajal Contrcras. M;\ximo. Derecho Adu:mat. Editorial Porn'm. México, 1997. p. 426 
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los casos anteriores, asi como quien las extraiga de los recintos 
fiscales o fiscalizados sin que le hayan sido entregadas legalmente 
por las autoridades o por las personas autorizadas para ello""'. 

En el párrafo segundo del articulo que se cita se advierte que no se 

formulará la declaratoria a que se refiere el articulo 92°, fracción 11, si el 

monto de la omisión no excede de $10,000.00 o del diez por ciento de los 

impuestos causados, el que resulte mayor. Tampoco se formulará la citada 

declaratoria si el monto de la omisión no excede del cincuenta y cinco por 

ciento de los impuestos que deban cubrirse cuando la misma se deba a 

inexacta clasificación arancelaria por diferencia de criterio en la 

interpretación de las tarifas contenidas en las leyes de los Impuestos 

generales de importación o exportación, siempre que la descripción, 

naturaleza y demás características necesarias para la clasificación de las 

mercancías hayan sido correctamente manifestadas a la autoridad. 

Debe destacarse que dentro del delito fiscal de contrabando se da la 

presunción. La presunción es el resultado lógico que consiste en pasar de 

un hecho conocido a otro desconocido. El hecho conocido se denomina 

indicio y de él se parte, para establecer la presunción. Las presunciones 

" Código Fiscal de la Fcdcmción. An. 102 

· Articulo 92. Para proceder penalmente por los delitos íascalcs, será necesario que previamente 1.1 Sccrclnrla 
de llacicnda y Cn!dilo Público: 
l. Formnlc querella, lra~índose de los previslos en los anlculos 105. 108, 109, 110. 111, 112 y 114, 
indcpcndicn1cmcn1c del cstildo en que se encuentre el procedimiento administrativo que en su caso se tenga 
iniciado 
11. Dc'Clare que el Fisco Federal ha sufrido o pudo sufrir pcrjnicio por lo establecido en los aniculos 102 y 
115. Es1c 1iltimo articulo. establece que se impondr.\ sanción de tres meses a seis aftas de prisión, al que se 
apo<li.:rc de mcrcancias que se cnc:ucntrcn en recinto fiscal o fiscalizado, si el valor de lo robado no excede de 
S 15,000.00. Cuando c.'(ccda este monto, la sanción será de tres a OUC\'C aftas de prisión. 
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en el caso del contrabando son de carácter legal y admiten prueba en 

contrario o sea, siendo la prueba a cargo del inculpado. 

Las presunciones en si mismas no configuran el delito de 

contrabando, sino que por sus circunstancias permiten deducirlo. Sin 

embargo, algunas de las conductas que nuestro Código establece como 

presunciones, son en realidad auténticos tipos del delito. Como en el caso 

de descargar subrepticiamente mercancías extranjeras de los medios de 

transporte. Si se descubren mercancías extranjeras a bordo de 

embarcaciones destinadas exclusivamente al tráfico de cabotaje. 

Articulo 103.- Se presume cometido el delito de contrabando y se 
sancionará con las mismas penas que el contrabando, cuando: 
1.- Se descubran mercancías extranjeras dentro de los lugares y 
zonas de inspección y vigilancia permanente, sin los documentos 
que acrediten su legal tenencia, transporte, manejo o estancia en el 
país. 
11.- Se encuentren vehlculos extranjeros fuera de una zona de veinte 
kilómetros en cualquier dirección contados en linea recta a partir de 
los limites extremos de la zona urbana de las poblaciones 
fronterizas, sin la documentación a que se refiere la fracción 
anterior. 
111.· No se justifiquen los faltantes o sobrantes de mercancías que 
resulten al efectuarse la descarga de los medios de transporte, 
respecto de las consignadas en los manifiestos o gulas de carga. 
IV.- Se descarguen subrepticiamente mercanclas extranjeras de los 
medios de transporte, aun cuando sean de rancho, abastecimiento o 
uso económico. 
V.- Se encuentren mercancías extranjeras en tráfico de altura a 
bordo de embarcaciones en aguas territoriales sin estar 
documentadas. 
VI.- Se descubran mercanclas extranjeras a bordo de una 
embarcación en tráfico mixto, sin documentación alguna. 
VII.- Se encuentren mercancías extranjeras en una embarcación 
destinada exclusivamente al tráfico de cabotaje, que no llegue a su 
destino o que haya tocado puerto extranjero antes de su arribo. 
VIII.- No se justifique el faltante de mercanclas nacionales 
embarcadas para tráfico de cabotaje. 
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IX.- Una aeronave con mercanclas extranjeras aterrice en lugar no 
autorizado para el tráfico Internacional. 

Dentro del articulo 104 se establece que el delito de contrabando se 

sancionará con pena de prisión, de acuerdo con Jo siguiente: 

1.- De tres meses a cinco años, si el monto de las contribuciones o 
de las cuotas compensatorias omitidas, es de hasta $500,000.00, 
respectivamente o, en su caso, la suma de ambas es de hasta 
$750,000.00. 
11.- De tres a nueve años, si el monto de las contribuciones o de las 
cuotas compensatorias omitidas, excede de $500,000.00, 
respectivamente o, en su caso, Ja suma de ambas excede de 
$750,000.00. 
111.- De tres meses a nueve años, cuando se trate de mercancías 
cuyo tráfico haya sido prohibido por el Ejecutivo Federal en uso de 
las facultades señaladas en el segundo párrafo del artículo 131 de la 
Constitución Politica de Jos Estados Unidos Mexicanos. 
En los demás casos de mercanclas de tráfico prohibido, la sanción 
será de tres a nueve años de prisión. 
IV.- De tres meses a seis años, cuando no sea posible determinar el 
monto de las contribuciones o cuotas compensatorias omitidas con 
motivo del contrabando o se trate de mercanclas que requiriendo de 
permiso de autoridad competente no cuenten con él o cuando se 
trate de Jos supuestos previstos en el articulo 105 fracciones XII y 
XIII de este Código. 

Para determinar el valor de las mercancías y el monto de las 
contribuciones o cuotas compensatorias omitidas, sólo se tomarán 
en cuenta los daños ocasionados antes del contrabando. 

C) EQUIPARABLES AL CONTRABANDO 

A Ja figura de la equiparación, recurre la doctrina cuando existen 

determinadas conductas que no cuentan con todos los elementos del delito 

genérico, pero que lesionan al mismo bien jurídico preservado por el tipo 

genérico. 
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De acuerdo con esto, el Código Fiscal de la Federación, ha 

establecido qué delitos pueden considerarse equiparables al contrabando, 

los que serán sancionados con las mismas penas: 

Articulo 105.- Será sancionado con las mismas penas del 
contrabando, quien: 

l. Adquiera mercancla extranjera que no sea para su uso personal, la 
enajene o comercie con ella, sin la documentación que compruebe 
su legal estancia en el pals, o sin el permiso previo de la autoridad 
federal competente, o sin marbetes o precintos tratándose de 
envases o recipientes, según corresponda, que contengan bebidas 
alcohólicas. 
11. Tenga en su poder por cualquier titulo, mercancias extranjeras 
que no sean para su uso personal, sin la documentación o sin el 
permiso previo de la autoridad federal competente a que se refiere la 
fracción anterior, o sin marbetes o precintos tratándose de envases 
o recipientes, según corresponda, que contengan bebidas 
alcohólicas. 
111. Ampare con documentación o factura auténtica, mercancia 
extranjera distinta de la que cubre la documentación expedida. 
IV. Tenga mercancias extranjeras de tráfico prohibido. 
V. En su carácter de funcionario o empleado público de la 
Federación, de los Estados, del Distrito Federal o de Municipios, 
autorice la internación de algún vehiculo, proporcione documentos o 
placas para su circulación, otorgue matricula o abanderamiento, 
cuando la importación del propio vehiculo se haya efectuado sin el 
permiso previo de la autoridad federal competente. 
VI. Tenga en su poder algún vehículo de procedencia extranjera sin 
comprobar su legal importación o estancia en el pals, o sin previa 
autorización legal, en el caso de automóviles y camiones, cuando se 
trate de modelos correspondientes a los últimos cinco años. 
VII. Enajene o adquiera por cualquier titulo sin autorización legal, 
vehiculos importados temporalmente. 
VIII. Enajene o adquiera por cualquier titulo, vehiculos importados 
definitivamente para transitar en zonas libres o franjas fronterizas, o 
provisionalmente para circular en las citadas franjas fronterizas, si el 
adquirente no reside en dichas zonas o franjas. 
IX. Retire de la aduana, almacén general de depósito o recinto fiscal 
o fiscalizado, envases o recipientes que contengan bebidas 
alcohólicas que no tengan adheridos los marbetes o, en su caso, los 
precintos a que obligan las disposiciones legales. 
X. Siendo el exportador o productor de mercancias certifique 
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falsamente su origen, con el objeto de que se importen bajo trato 
arancelario preferencial a territorio de un país con el que México 
tenga suscrito un tratado o acuerdo internacional, siempre que el 
tratado o acuerdo respectivo, prevea la aplicación de sanciones y 
exista reciprocidad. No se considerará que se comete el delito 
establecido por esta fracción, cuando el exportador o productor 
notifique por escrito a la autoridad aduanera y a las personas a las 
que les hubiere entregado la certificación, de que se presentó un 
certificado de origen falso, de conformidad con lo dispuesto en los 
tratados y acuerdos de los que México sea parte. 
La Secretaria de Hacienda y Crédito Público formulará la querella 
correspondiente, siempre que la autoridad competente del pals al 
que se hayan importado las mercanclas, proporcione los elementos 
necesarios para demostrar que se ha cometido el delito previsto en 
esta fracción. 
Xi. Introduzca mercancías a otro país desde el territorio nacional 
omitiendo el pago total o parcial de los impuestos al comercio 
exterior que en ese pals correspondan. 
XII. Con el objeto de obtener un beneficio indebido en perjuicio del 
fisco federal, señale en el pedimento el nombre, la denominación o 
razón social, domicilio fiscal o la clave del Registro Federal de 
Contribuyentes de alguna persona que no hubiere solicitado la 
operación de comercio exterior. 
XIII. Presente o haya presentado ante las autoridades aduaneras 
documentación falsa que acompañe al pedimento o factura. 
La persona que no declare en la aduana a la entrada al país que 
lleva consigo cantidades en efectivo o en cheques, o una 
combinación de ambas, superiores al equivalente en la moneda o 
monedas de que se trate a treinta mil dólares de los Estados Unidos 
de América se le sancionará con pena de prisión de tres meses a 
seis años. En caso de que se dicte sentencia condenatoria por 
autoridad competente respecto de la comisión del delito a que se 
refiere este párrafo, el excedente de la cantidad antes mencionada 
pasará a ser propiedad del fisco federal, excepto que la persona de 
que se trate demuestre el origen licito de dichos recursos. 

D) DEFRAUDACIÓN FISCAL 

Dentro de la época independiente en México se puso en práctica la 

repartición de las recuperaciones de lo defraudado previo descuento de los 

gastos incurridos en su recuperación, entre los denunciantes y los 

aprehensores. En caso de reincidencia se suspendía a los Infractores de 
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sus derechos como ciudadano por un lapso de cinco años, una segunda 

reincidencia originaba, su expulsión del territorio mexicano. 

Dentro del Porfiriato, la principal preocupación del gobierno fue la de 

minimizar la evasión fiscal, para lo cual estableció bases de organización 

al estado para hacerlo fuerte, central y autoritario, más sin embargo, la 

subyugación que tenlan los gobernados no les impidió el seguir 

cometiendo fraudes de carácter fiscal. 

Años más adelante, al término del gobierno de Alvaro Obregón, en 

1928, aparecen las Convenciones Nacionales Fiscales, que trataron de 

aumentar la recaudación impositiva federal y abatir la defraudación fiscal. 

Puede decirse, que este fue el primer intento serio en la época moderna de 

México por controlar al contribuyente. En 1936 se cambió el enfoque de la 

calificación de las infracciones a las Leyes fiscales, tomándose en cuenta 

el motivo de la infracción y no el delito, pues se analizaban los beneficios 

particulares y no la garantla del interés publico. 

Es hasta 1947 cuando aparece en si el delito de defraudación fiscal 

contenido en la Ley Penal de Defraudación Impositiva en Materia Federal, 

que buscaba velar los intereses del estado reprimiendo penalmente las 

conductas fraudulentas con respecto a los impuestos y contribuciones con 

objeto de agrandar el patrimonio personal. Como quedó asentado en esta 

reseña histórica, antes de esta Ley la defraudación fiscal quedaba 

contenida como un fraude genérico. Dicha Ley, de aparición fugaz, 
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contenía gran similitud en cuanto a la clasificación del delito de 

defraudación como la conocemos hoy en día a través del Código Fiscal de 

la Federación, por lo que representa su antecedente histórico más 

importante. 

En este sentido y de acuerdo con lo que establece el Código Fiscal 

de la Federación en su articulo 108, puede considerarse como 

defraudación fiscal quien con uso de engaños o aprovechamiento de 

errores, omita total o parcialmente el pago de alguna contribución u 

obtenga un beneficio indebido con perjuicio del fisco federal. La omisión 

total o parcial de alguna contribución antes referida comprende 

indistintamente, los pagos provisionales o definitivos o el Impuesto del 

ejercicio en los términos de las disposiciones fiscales. 

Menciona el articulo 108 del Código Fiscal de la Federación que las 

penas aplicables al delito de defraudación fiscal, son las siguientes: 

1.- Con prisión de tres meses a dos años, cuando el monto de lo 
defraudado no exceda de $500, 000. OO. 
11.- Con prisión de dos años a cinco años cuando el monto de lo 
defraudado exceda de $500,000.00, pero no de $750,000.00. 
111.- Con prisión de tres años a nueve años cuando el monto de lo 
defraudado fuere mayor de $750,000.00. 
Cuando no se pueda determinar la cuantia de lo que se defraudó, la 
pena será de tres meses a seis años de prisión. 
El delito de defraudación fiscal y los previstos en el articulo 109 de 
este Código, serán calificados cuando se originen por: 
a) Usar documentos falsos. 
b) Omitir expedir reiteradamente comprobantes por las actividades 
que se realicen, siempre que las disposiciones fiscales establezcan 
la obligación de expedirlos. 
c) Manifestar datos falsos para obtener d'e la autoridad fiscal la 
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devolución de contribuciones que no le correspondan. 
d) No llevar los sistemas o registros contables a que se esté 
obligado conforme a las disposiciones fiscales o asentar datos falsos 
en dichos sistemas o registros. 
e) Omitir contribuciones retenidas o recaudadas. 
Cuando los delitos sean calificados, la pena que corresponda se 
aumentará en una mitad. 
No se formulará querella si quien hubiere omitido el pago total o 
parcial de alguna contribución u obtenido el beneficio indebido 
conforme a este articulo, lo entera espontáneamente con sus 
recargos y actualización antes de que la autoridad fiscal descubra la 
omisión o el perjuicio, o medie requerimiento, orden de visita o 
cualquier otra gestión notificada por la misma, tendiente a la 
comprobación del cumplimiento de las disposiciones fiscales. 
Para los fines de este articulo y del siguiente, se tomará en cuenta 
el monto de las contribuciones defraudadas en un mismo ejercicio 
fiscal, aun cuando se trate de contribuciones diferentes y de 
diversas acciones u omisiones. Lo anterior no será aplicable 
tratándose de pagos provisionales. 

Al igual que en el contrabando, también existen delitos equiparables 

a la defraudación fiscal, los cuales son enumerados por el articulo 109 del 

Código Fiscal de la Federación: 

Articulo 109. Será sancionado con las mismas penas del delito de 
defraudación fiscal, quien: 

l. Consigne en las declaraciones que presente para efectos fiscales, 
deducciones falsas o ingresos acumulables menores a los realmente 
obtenidos o determinados conforme a las leyes. En la misma forma 
será sancionada aquella persona flsica que perciba dividendos, 
honorarios o en general preste un servicio personal independiente o 
esté dedicada a actividades empresariales, cuando realice en un 
ejercicio fiscal erogaciones superiores a los Ingresos declarados en 
el propio ejercic.io y no compruebe a la autoridad fiscal el origen de 
la discrepancia en los plazos y conforme al procedimiento señalado 
en el articulo 75 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
11. Omita enterar a las autoridades fiscales, dentro del plazo que la 
Ley establezca, las cantidades que por concepto de contribuciones 
hubiere retenido o recaudado. 
111. Se beneficie sin derecho de un subsidio o estimulo fiscal. 
IV. Simule uno o más actos o contratos obteniendo un beneficio 
indebido con perjuicio del fisco federal. 
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v. Sea responsable por omitir presentar, por más de doce meses la 
declaración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales, dejando de 
pagar la contribución correspondiente. 
No se formulará querella, si quien encontrándose en los supuestos 
anteriores, entera espontáneamente, con sus recargos, el monto de 
la contribución omitida o del beneficio indebido antes de que la 
autoridad fiscal descubra la omisión o el perjuicio, o medie 
requerimiento, orden de visita o cualquier otra gestión notificada por 
la misma, tendiente a Ja comprobación del cumplimiento de las 
disposiciones fiscales. 

De lo anterior expuesto y de acuerdo con Ja postura, de Jesús 

Quintana Jorge Rojas, los elementos constitutivos del delito de 

defraudación fiscal, son lo siguientes: 

1. Una conducta falaz, que está precedida de un elemento de naturaleza 

predominante psiquico, consistente en condicionar a otro mediante 

engaños a realizar un acto de disposición patrimonial, o aprovecharse de 

su error no rectificándolo oportunamente 37
• 

"Por lo tanto, las conductas que sigue el defraudador para inducir al 
error al sujeto pasivo, en este caso al fisco, consisten en 
ma~uinaciones o artificios, engaños o aprovechamientos del error. 
Los cuáles, son utilizadas para obtener un beneficio, y tienen la 
suficiente corporeidad, visualidad y tangibilidad que se manifiestan 
esencialmente en la contabilidad del contribuyente, tendiente a 
obtener el beneficio indebido en perjuicio del Fisco Federal"38• 

Los engaños, se proyectan sobre todo con el comportamiento 

positivo con el que se falsea en lo que se hace, dice o promete y se 

n Cfr. Quintan.1, Vallicrra. Jcsi1s y Rojas Yáncz.. Jorge. Derecho Tribulario Mexicano. Tercera Edición. 
Editorial Trilla. Mé,ico. 1997. p. 413. 
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genera una concreta y adecuada potencialidad conducta para Inducir a otro 

al error y despertarle una creencia ilusoria. Es el contribuyente el que 

falsea la verdad, esencialmente en cuanto a la obtención de ingresos 

provenientes de los hechos generadores que realiza como consecuencia 

de determinadas actividades económicas. Mediante la actitud de falsear la 

verdad, se sumerge a las autoridades fiscales en un error y se les 

despierta la creencia ilusoria de que Jos ingresos obtenidos son menores a 

los obtenidos, o que simplemente no hubo ingresos. 

2. El segundo elemento del delito de defraudación fiscal es el acto de 

disposición. En principio, el delito de fraude se individualiza y distingue de 

los demás deliios contra el patrimonio, por el hecho de que el sujeto 

pasivo del engaño no hace voluntaria entrega al defraudador de la cosa 

objeto del delito. 

Sin embargo, el acto de disposición no se manifiesta únicamente de 

esa forma. En efecto, Jiménez Huerta señala 

"que el acto dispositivo es indispensable para la existencia del delito 
de fraude y consiste en aquella resolución de la voluntad que 
determina al sujeto pasivo de la conducta a hacer o no hacer, y que 
puede recaer sobre cualquier elemento del patrimonio"". 

En el caso de la omisión en el pago de contribuciones, puede traer 

l'.I Jiméncz Huerta. Mariano. Derecho Penal Mcxicnno. Tercera Edición. Edilorial Ponúa. México. 1986. p. 
IK2 
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como consecuencia para la autoridad fiscal que se presente la figura de la 

caducidad, esto es que se extingan las facultades fiscales para determinar 

las contribuciones omitidas y sus accesorios, asi como para imponer 

sanciones en el plazo de cinco años, aumenlando dicho plazo a diez años 

cuando el contribuyente no haya presentado solicitud en el Registro 

Federal de Contribuyentes, no lleve contabilidad o no la conserve durante 

el plazo que establece el Código Fiscal de la Federación, asl como por los 

ejercicios en que no presente alguna declaración del ejercicio estando 

obligado a presentarlas, estos plazos contaran a partir del dla siguiente al 

en que debió haberse presentado la declaración o aviso correspondiente, 

como lo prevé el articulo 67 del Código Fiscal de la Federación. 

3. Daño y lucro patrimonial. Siguiendo la doctrina de Jiménez Huerta, otro 

elemento del delito de defraudación es el daño y el lucro patrimonial. La 

disposición que hace el defraudador supone un daño o perjuicio para el 

titular del patrimonio afectado y, correlativamente, una antijurídica ventaja 

patrimonial. 

La defraudación fiscal se presenta como una disminución apreciable 

en dinero, del conjunto de los valores económicos correspondientes a una 

persona moral denominada Estado y representada, en este caso, por 

autoridades federales como lo es la Secretarla de Hacienda y Crédito 

Público. 

El daño patrimonial, es decir, el valor de lo defraudado es la 
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diferencia existente entre el valor pecuniario total del patrimonio del Erario 

Federal, después de la estafa y el valor que tendría sin la acción u omisión 

punible. Recuérdese que la conducta engañosa, determinante de la 

disposición patrimonial, ha de tener como fin, según lo indica el articulo 

108 de Código Fiscal de la Federación, obtener un lucro indebido en 

perjuicio del Fisco Federal. El daño patrimonial sufrido por el sujeto 

pasivo -Fisco Federal- a consecuencia del engaño, debe corresponder al 

enriquecimiento indebido del defraudador (contribuyente) cuando el sujeto 

activo logra el enriquecimiento y el pasivo sufra perjuicio, el delito queda 

consumado. 

E) DELITOS CONTRA EL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES 

De acuerdo con el artículo 27 del Código Fiscal de la Federación, las 

personas morales, asl como las personas físicas que deban presentar 

declaraciones periódicas o que estén obligadas a expedir comprobantes 

por las actividades que realicen, deberán solicitar su inscripción en el 

Registro Federal de Contribuyentes de la Secretarla de Hacienda y Crédito 

Público y proporcionar la información relacionada con su identidad, su 

domicilio y en general sobre su situación fiscal. 

Del anterior párrafo, se desprende que las omisiones que se realicen 

con dolo y mala fe, en la utilización del Registro Federal de 

Contribuyentes, pueden originar sanciones de carácter penal en las 

personas físicas o morales. 
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En tal virtud el articulo 11 O del Código Fiscal de la Federación, ha 

establecido cuáles serán las sanciones para los delitos relativos al 

Registro Federal de Contribuyentes. 

Articulo 110. Se impondrá sanción de tres meses a tres años de 
prisión, a quien: 
l. Omita solicitar su Inscripción o la de un tercero en el Registro 
Federal de Contribuyentes por más de un año contado a partir de la 
fecha en que debió hacerlo, a menos que se trate de personas cuya 
solicitud de inscripción deba ser presentada por otro aún en el caso 
en que éste no lo haga. 
11. Rinda con falsedad al citado registro, los datos, informes o avisos 
a que se encuentra obligado. 
111. Use intencionalmente más de una clave del Registro Federal de 
Contribuyentes. 
IV. (Se deroga D.O.F. 29/Xll/1997). 
V. Desocupe el local donde tenga su domicilio fiscal, sin presentar el 
aviso de cambio de domicilio al Registro Federal de Contribuyentes, 
después de la notificación de la orden de visita y antes de un año 
contado a partir de dicha notificación, o bien después de que se le 
hubiera notificado un crédito fiscal y antes de que éste se haya 
garantizado, pagado o quedado sin efectos, o tratándose de 
personas morales que hubieran realizado actividades por las que 
deban pagar contribuciones, haya transcurrido más de un año 
contado a partir de la fecha en que legalmente se tenga obligación 
de presentar dicho aviso. 
No se formulará querella si, quien encontrándose en los supuestos 
anteriores, subsana la omisión o informa del hecho a la autoridad 
fiscal antes de que ésta lo descubra o medie requerimiento, orden de 
visita o cualquier otra gestión notificada por la misma, tendiente a la 
comprobación del cumplimiento de las disposiciones fiscales, o si el 
contribuyente conserva otros establecimientos en los lugares que 
tenga manifestados al Registro Federal de Contribuyentes en el caso 
de la fracción V. 
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CAPITULO 111 
LIBERTAD BAJO CAUCIÓN EN LOS DELITOS FISCALES 

En el capítulo primero, se realizaron algunas aproximaciones 

teóricas respecto de la libertad bajo caución que opera en los delitos 

fiscales. Sin embargo, conviene profundizar aún más en este beneficio, ya 

que para concederla habrán de ser valoradas ciertas circunstancias por 

parte del juzgador, con el fin de que se cumpla lo estipulado no sólo en el 

ordenamiento tributario, sino también en las disposiciones adjetivas de la 

materia (a este respecto se profundizará aún más en el capitulo cuarto) 

A) REQUISITOS 

De acuerdo con lo que establece el artículo 92 del Código Fiscal de 

la Federación: 

"los delitos fiscales en que sea necesaria querella o 
declaratoria de perjuicio y el daño o el perjuicio sea 
cuantificable, la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público, hará la cuantificación correspondiente en la 
propia declaratoria o querella. La citada cuantificación 
sólo surtirá efectos en el procedimiento penal para 
conceder la libertad provisional, excepto tratándose de 
los delitos graves previstos en este Código, para efectos 
de los previsto en el articulo 194 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, el monto de la caución que fije 
la autoridad judicial comprenderá, en su caso, la suma de 
la cuantificación antes mencionada y las contribuciones 
adeudadas, incluyendo actualización y recargos que 
hubiera determinado la autoridad fiscal a la fecha en que 
se promueva la libertad provisional. La caución que se 
otorgue en los términos de este párrafo, no sustituye la 
garantía del interés fiscal". 
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Partiendo de esta base jurídica, es necesario aclarar si el 

otorgamiento de la libertad provisional bajo caución, tratándose del illclto 

tipificado en el articulo 108, eslá encaminada a salvaguardar bienes 

juridicos tutelados del Estado y de la propia sociedad, ya que se presume 

que dicha libertad, cumplirá con caracteristicas de legalidad, además de· 

que el inculpado, garantizará el monto de lo defraudado a satisfacción de 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por lo que se estarla 

cumpliendo con lo que establece el mismo articulo 92, de que los procesos 

por delitos fiscales, se sobreseerán a petición de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, cuando los procesados paguen las 

contribuciones originadas por los hechos imputados, las sanciones y los 

recargos respectivos, o bien estos créditos fiscales queden garantizados a 

satisfacción de la propia Secretarla. La petición anterior se hará 

discrecionalmente, antes de que el Ministerio Público Federal formule 

conclusiones y surtirá efectos respecto de las personas a que la misma se 

refiera. 

En este sentido, se debe recordar que toda norma penal obedece en 

su creación a la necesidad de proteger bienes jurídicos, es decir, la ley 

punitiva debe su razón de existir a la consideración de que los delitos se 

sancionen con penas, generalmente de prisión, así como las conductas 

que vulneren gravemente el orden juridico y que mediante otras medidas 

jurídicas no haya sido posible preservar. 
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Si bien, el bien jurldico tutelado en los delitos fiscales se 

consideraba fincado en los intereses fiscales del Estado, e Inclusive antes 

de la aparición de la "Ley Penal de Defraudación Impositiva en Materia 

Federal" de 1948, para algunos juristas las conductas ejecutadas por el 

causante (como se denominaba al ahora llamado contribuyente) de 

engañar al fisco, por ejemplo simulando, ocultando, o maquinando 

documentación, con la finalidad de evadir el pago de los impuestos, se 

podia encuadrar en el delito de fraude previsto en la Ley Penal en cita. 

Asi, el delito de fraude se concebla como protección de la hacienda 

pública contra conductas falaces del contribuyente, asimilando el 

patrimonio del Estado a una condición semejante a la del patrimonio 

particular. Ahora se pueden encontrar en la literatura juridica diversas 

propuestas sobre este tema respecto al contenido del bien juridico tutelado 

por los delitos fiscales, que en esencia se pueden resumir en: 

1. La fe pública. Un sector doctrinal señala que los delitos contra la 

hacienda pública encierra en realidad un ocultamiento fraudulento de 

bienes o de industria o de falso testimonio, pues según esta idea, se trata 

que los delitos atentan contra la administración de justicia, puesto que se 

sostiene que los datos que se ocultan a un requerimiento formal si se 

pueden tratar dentro del tipo de falsedades. Resulta discutible por tanto 

que en los delitos previstos en el Código Fiscal de la Federación se proteja 

la fe pública, pues la acción de ocultar no se realiza con el sólo hecho de 

no enterar al fisco, sino con el fin de que se produzca un resultado ulterior 
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que es la evasión fiscal o la alusión del pago del impuesto, obteniendo de 

esta forma que no se vea disminuido el patrimonio del sujeto deudor"'"' 

2. El deber de lealtad del ciudadano para con el Estado. 

"Según esta posición se sostiene de lo que se afecta es el deber de 
lealtad para con el estado, en relación a la solidaridad que deben 
tener los contribuyentes con este para que pueda funcionar 
correctamente, por lo que es ilógico considerar que el bien jurldico 
protegido por los delitos previstos en el Código Fiscal de la 
Federación es el deber de lealtad o solidaridad para con el estado, 
pues no se puede pedir dicha lealtad o solidarldad bajo la amenaza 
de pena en caso de no proporcionarla"". 

Para algunos, esta última posición es criticable en cuanto que el 

cumplimiento de obligaciones fiscales no debe estar condicionado por la 

amenaza de ser sancionado penalmente, que no se puede pedir lealtad 

bajo amenazas; además, la lealtad no debe ser el bien jurldico tutelado, 

pues el Estado no la busca, ya que el sujoto deberá cumplir su carga 

fiscal, al margen de su solidaridad o lealtad con el Estado (principio de 

sujeción). 

3. El patrimonio. Esta postura consiste en que los delitos previsto en el 

Código Fiscal de la Federación al igual que los delitos contra la propiedad, 

protegen el mismo bien jurldico, esto es, el patrimonio de la hacienda 

pública o el erario público. Expresamente Manuel Rivera Silva, señala: 

40 Gonz.ílcz-Salas campos. RaUI. Los Delitos Fisc:ilcs. Primera Edición. llditorial Pcrczniclo. t99S, p. 29. 

" Rnúl Gon1,ílcl-Salas Campos. Op. cit., p. JO. 
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"que los delitos fiscales afectan al fisco pues dañan al tesoro público"". 

Siendo importante destacar que en el sistema mexicano hay que 

entender el patrimonio en el sentido que establece el articulo 747 del 

Código Civil donde se determina que pueden ser objeto de apropiación 

todas las cosas que no estén excluidas del comercio y para· deducir que 

las contribuciones son patrimonio de la federación es conveniente 

interpretar los artículos 764, 765, 766, 767, 770, asl como el 752 y 754 del 

Código de referencia. 

En realidad, el delito fiscal no pretende proteger el patrimonio de la 

Hacienda en virtud de un interés patrimonial individual, si no en atención a 

intereses patrimoniales supraindividuales a cuyo servicio están los delitos 

contra el orden económico, o la economía nacional. 

4. El erario público. Cuando alguien lesiona el patrimonio de la Hacienda 

Pública no se produce Inicialmente un menoscabo económico en las arcas 

del erario público, si no que se lesiona además el buen funcionamiento de 

la intervención del estado en la economía, Impidiendo la consecución de 

una serie de fines de carácter económico y social que el estado persigue 

con la percepción de los tributos; definiendo al erario público como el 

conjunto del tesoro del estado, de su riqueza o caudal destinado a la 

4
:: Ri\'cra Sih1a, Mmmcl. Derecho Pcn;il Fiscal. Oncc:1va Edición. Edilorial Porrüa l 1J8-'. p. 7. 
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satisfacción de las necesidades colectivas"" 

La doctrina, en buena medida, se inclina a considerar que el bien 

jurldico que protegen los delitos fiscales es el erario público, referido éste 

como el patrimonio colectivo, no individual; asl el patrimonio público se ve 

afectado por la conducta del contribuyente que atenta contra una justa 

polltica financiera y fiscal. 

Sin embargo, resulta que algunos delitos fiscales, no protegen 

exclusivamente el patrimonio del erario, ya que existen delitos en esta 

materia donde el resultado es de peligro abstracto, más que de daño, 

resultando que más bien se protege el sistema recaudatorio, como sucede 

en nuestro pals cuando se castiga a quien utiliza una clave del registro de 

contribuyente que no le corresponde. 

5. La función del tributo. Para otros la consideración de que el bien 

jurldlco que se protege con la tipificación de conductas de lndole fiscal, 

consiste la función que corresponde al tributo. Es decir, la función del 

tributo radica en ser el medio fundamental por el cual el Estado cumple 

con las actividades de otorgar servicios y bienestar social; si no percibe 

puntualmente el tributo, se perjudican los programas sociales y se afecta 

la función del tributo de redistribuir la riqueza. 

'
1 Reyes Tayahas Jorge. Los requisitos de proccdibilidad en los delitos fiscales y la petición de sobreseimiento 

por la Secretaria de l lacicnda y Crédito Público, Ensayos jurldicos. Cuaderno del lnacipe 28. México. 1988, 
p.100, 
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Los que objetan que la protección del bien juridico sea la función 

tributaría, señalan que es dificil saber si como consecuencia inmediata del 

incumplimiento del tributo, se lesionó o colocó en peligro dicha función, 

situación que habría que demostrar en cada caso, y de no probar la 

antijuridicidad material, na podrla configurarse el ilícito fiscal. 

6. El sistema de tribulación o recaudación. Para otros, los delitos 

fiscales atentan contra el sistema tributario o recaudatorio. Esta corriente 

sostiene que los delitos fiscales persiguen proteger el correcto y eficaz 

funcionamiento .. del sistema tributario. 

"El bien juridico que se pretende proteger es entonces, el sistema de 
recaudación de los ingresos y de la distribución o redistribución de 
los egresos que forman parte del erario público"" 

Si et sistema tributario señala ta forma en que se determinan y 

comprueban las cargas fiscales, lo que afecte a esta función cuya 

veracidad está a cargo del contribuyente a través de sus declaraciones, 

avisos, pagos, etc.; lo que la lesione, o ponga en peligro afecta ta función 

recaudadora del sistema fiscal, es lo que resulta lesivo para ese bien 

jurldico. 

Cuando el contribuyente no lesione o no ponga en peligro et sistema 

de recaudación tributario, no incurre en la comisión de esos itlcitos, pues 

" Gon1.1tcz Salas Campos, Rmit. Op. cit. pp.62.(iJ 
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el solo incumplimiento de obligaciones tributarias formales no será 

suficiente para tipificar su conducta; así por ejemplo, en el caso del 

trabajador al servicio del Estado en que el propio Estado recauda su 

contribución tributaria, si llega a omitir el pago, la conducta de omisión no 

puede atentar contra el sistema de recaudación, pues en todo caso el 

propio sistema es el que ha propiciado su omisión. 

El tratadista mexicano Miguel Ángel Garcla Domínguez coincide con 

esta última posición, ya que a su juicio el 

"objeto de protección, son los intereses tutelados por el Derecho 
Fiscal Penal, esto es, por una parte, como fin, la necesidad social de 
recaudar íntegra y oportunamente los impuestos para cubrir los 
gastos públicos que hay que realizar para lograr la seguridad, el 
bienestar y la prosperidad de la sociedad, y por otra, como medio, el 
aseguramiento de la recaudación integra y oportuna de tales 
impuestos"" 5 

En el caso del delito de defraudación fiscal, el bien jurldico tutelado 

es el sistema de recaudación tributario, aclarando que este bien jurldico 

tutelado es complejo en su esencia, ya que abarca un contenido que se 

refiere tanto al daño como al peligro que pueda sufrir la Hacienda Pública, 

en su finalidad de recaudar la materia tributaria y, con ello, quebrantar la 

tributación, asi como perjudicar la obligación del Estado de cumplir con la 

redistribución de la riqueza, a través del gasto y los servicios públicos. 

Sin embargo, la manera en que se afecta ésta función, está asentada en la 

.u Garcla Domlngucz. Miguel Angel. Derecho Fiscal Penal. Primera Edición. Edilorial Porrúa. México 1994. 
P.153. 
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violación de la norma penal fiscal, desde mi particular punto de vista, y no 

tanto al contenido de los bienes jurldicos tutelados por los delitos fiscales, 

siendo que como hemos visto, la magnitud del daño y la violación a tales 

bienes jurídicos, dependerá de la apreciación de quien valore, que en el 

caso es el juzgador. 

Bajo lo anterior expuesto y enfocándonos a la libertad, en principio, 

ningún individuo puede ser privado de su libertad o de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 

anterioridad al hecho. Sin embargo, a ésta que se le puede considerar 

como la regla general, tiene excepciones, que obviamente no pueden 

emanar sino de la propia Constitución Mexicana. 

Dentro de estos casos de excepción se encuentran tanto la 

detención en flagrante delito y como la del caso urgente, asi como la 

prisión preventiva cuyo fundamento se halla en la primera parte del primer 

párrafo del articulo 18 constitucional, este último consiste en que la 

privación de la libertad se lleva a cabo antes del juicio, es decir, primero la 

restricción de la libertad y después el juicio. La prisión preventiva tiene 

como objeto la defensa y preeminencia del interés social sobre el Interés 

propio. De tal suerte que, jurldicamente es válida la restricción de la 

libertad del individuo para poder llevar a cabo su enjuiciamiento; sin 

embargo y ante la desgracia que teórica y prácticamente se ha evidenciado 
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acerca de la prisión preventiva, surge la figura procedimental de la libertad 

provisoria, de tal suerte que la prisión preventiva habrá de reservarse 

solamente para casos verdaderamente extraordinarios. Es decir, la libertad 

provisional bajo caución es un Instrumento mediante el cual se puede 

postergar la pérdida de la libertad una vez que el enjuiciamiento penal se 

haya consumado, ajustándose así a la regla general del juicio previo al 

acto de privación de libertad contenido en el numeral 14 constitucional 

antes señalado. 

En este sentido y como se anotó desde el capitulo primero, la 

caución es el medio por el cual el probable responsable del illclto debe 

exhibir una garantla a fin de no evadir la acción de la justicia por el tiempo 

que dure la tramitación del proceso, disfrutando de su libertad provisional 

previa satisfacción de los requisitos establecidos en el Código Fiscal de la 

Federación. Revisemos éstos requisitos: 

De acuerdo con el Articulo 141 del Código Fiscal de la Federación, 

los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal en alguna de las 

formas siguientes: 

l. Depósito en dinero u otras formas de garantla financiera 
equivalentes que establezca la Secretarla de Hacienda y 
Crédito Público. Como son las efectuadas en las instituciones 
de crédito o casas de bolsa para operar cuentas de garantla 
del interés fiscal. 

l. La prenda o hipoteca. 
11. La fianza otorgada por institución autorizada, la que no 

gozará de los beneficios de orden y excusión. 
IV. La obligación solidarla asumida por tercero que compruebe su 
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idoneidad y solvencia. 
VII. Embargo en la vía administrativa. 
VIII. Títulos valor o cartera de créditos del propio contribuyente, los 

cuales se aceptarán al valor que discrecionalmente fije la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público. 

Para garantizar el interés fiscal, procede de acuerdo al articulo 142 

del Código Fiscal de la Federación, lo siguiente: 

l. Solicitar la suspensión del procedimiento administrativo de 
ejecución. 

11. Solicitar prórroga para el pago de los créditos fiscales o para 
que los mismos sean cubiertos en parcialidades, si dichas 
facilidades se conceden Individualmente. 

111. Solicitar la aplicación del producto en los términos del articulo 
159 de este Código. Es decir, cuando los bienes señalados 
para la traba estuvieren ya embargados por otras autoridades 
no fiscales o sujetos a cédula hipotecaria, se practicará no 
obstante la diligencia. Dichos bienes se entregarán al 
depositario designado por la oficina ejecutora o por el ejecutor 
y se dará aviso a la autoridad correspondiente para que él o 
los interesados puedan demostrar su derecho de prelación en 
el cobro. 

Por lo que se refiere exclusivamente a la fianza, se menciona en el 

articulo 143, que la que esté a favor de la Federación (otorgada para 

garantizar obligaciones fiscales a cargo de terceros), se aplicará el 

procedimiento administrativo de ejecución, para hacerlo exigible, con las 

siguientes modalidades: 

a. La autoridad ejecutora requerirá de pago a la afianzadora, 
acompañando copia de los documentos que justifiquen el 
crédito garantizado y su exigibilidad. Para ello la afianzadora 
designará, en cada una de las reglones competencia de las 
Salas Regionales del Tribunal Fiscal de la Federación, un 
apoderado para recibir requerimientos de pago y el domicilio 
para dicho efecto, debiendo Informar de los cambios que se 
produzcan dentro de los quince dlas siguientes al en que 
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ocurran. 

b. Si no se paga dentro del mes siguiente a la fecha en que surta 
efectos la notificación del requerimiento, la propia ejecutora 
ordenará a la autoridad competente de la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público que remate, en bolsa, valores 
propiedad de la afianzadora bastantes para cubrir el importe de 
lo requerido y hasta el limite de lo garantizado, y le envle de 
inmediato su producto. 

Bajo los anteriores requisitos, se estima que el probable responsable 

del delito fiscal, garantiza y protege ha plena satisfacción, los bienes 

jurídicos tutelados que resguarda la Hacienda Pública; por lo que la 

libertad bajo caución, cumple así con los requisitos de legalidad que marca 

el ordenamiento fiscal. 

B) MOMENTO EN QUE PROCEOE. 

Establece el articulo 93 del Código Fiscal de la Federación que 

cuando una autoridad fiscal tenga conocimiento de la probable existencia 

de un delito de los previstos en ese ordenamiento y sea perseguible de 

oficio, de inmediato lo hará del conocimiento del Ministerio Público Federal 

para los efectos legales que procedan, aportándole las actuaciones y 

pruebas que se hubiere allegado. De esta manera una vez cuantificados 

los daños y perjuicios originados al fisco federal y las contribuciones 

adeudadas, incluyendo la actualización y los recargos que hubiera 

determinado la autoridad fiscal, se podrá promover la libertad provisional 

bajo caución. 
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Por lo que para conceder dicha libertad, deberá haberse presentado 

la querella de los delitos probablemente cometidos descritos en el Código 

Fiscal de la Federación. La querella es una parte necesaria para cumplir 

con Ja garantía de legalidad y por ende, no pueden prescindirse e-sos 

presupuestos legalmente Indispensables para el Inicio del ejercicio de Ja 

acción penal, ya que de no ser así, entonces se estaria violando 

flagrantemente la Constitución. 

El principio de legalidad en materia fiscal se encuentra consagrado 

en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Federal, que establece: 

"Son obligaciones de los mexicanos... IV.- Contribuir para los gastos 

públicos, asl de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y 

Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que 

dispongan las leyes; reafirmándose con las disposiciones establecidas en 

los articulo 73, fracción VII y 74 fracción IV de la propia Constitución, 

donde se dispone que el Congreso de la Unión debe discutir y aprobar 

anualmente durante el período ordinario de sesiones, las contribuciones 

que basten para cubrir el presupuesto de egresos, por lo que dichas leyes 

deben reunir caracteristicas de abstracción, generalidad, Impersonalidad y 

permanencia, por lo que la violación a la garantla mencionada significa 

incompetencia, ilicitud o ilegalidad, es decir, Ja arbitrariedad de la 

autoridad en perjuicio del gobernado. 

Tal Importancia consagra el principio de legalidad, que la Ley de 

Amparo contempla la defensa de esta situación en lo particular conforme a 
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lo siguiente: 

"Cuando en la demanda de amparo se plantean violaciones al 
procedimiento, por lógica jurfdica son de estudio preferente, pues, 
de resultar fundadas, el amparo se concede para el efecto de que se 
reponga el procedimiento y, por ende, sobraría, pot inútil, el estudio 
del fondo del asunto, o sea de las violaciones que se indica fueron 
cometidas en la sentencia."" 

En la presentación de la querella por delitos de naturaleza tributaria 

deben cumplirse los requisitos de procedibllidad y que son: 

• Debe ser presentada a la autoridad competente (Ministerio Público 

Federal), en este caso a través de la Subprocuradurfa de 

Investigaciones de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, 

como parte ofendida, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 

92, fracción 1 del Código Fiscal de la Federación, para los delitos de 

asimilación al contrabando, defraudación fiscal, asimilación a la 

defraudación fiscal, delitos relacionados con el Registro Federal de 

Contribuyentes, omisión de declaraciones, delitos relacionados por 

sistemas contables, destrucción de libros, determinación de pérdidas 

con falsedad, delitos de depositarios o Interventores, delitos 

relacionados con las visitas, embargos o revisión de mercancfas sin 

mandamiento de autoridad y delitos por actos jurídicos con dinero o 

bienes producto de actividades ilícitas (lavado de dinero). 

• Debe existir una relación de los hechos considerados como 

41 Ve lasco Féli.", Guillermo. El amparo directo cn malcria pcnnl, manual del juicio de amparo. Thcmis, 
México. 19R9. p. 458 

68 



delictuosos, que a juicio de la parte ofendida integren el acto u 

omisión que sanciona la ley penal. 

• Debe manifestarse la queja, es decir el deseo de que se persiga al 

autor del delito. Esta situación es una politica Iniciada por 

administraciones públicas pasadas y continúa en la actual a fin de 

abatir la evasión y defraudación fiscal mediante el seguimiento de 

las causas penales en contra de quienes se detecte la ilicitud en el 

cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

Del contenido de la fracción IV del articulo 31 Constllucional, 

podemos desprender las siguientes consideraciones: Establece la 

obligación de los mexicanos de contribuir para los gastos públicos; las 

entidades que tienen derecho a percibir el producto de las contribuciones 

son la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios; la 

residencia del contribuyente es la que determina si debemos contribuir a la 

Federación, cuando se trate de contribuciones federales y si corresponde 

al Distrito Federal o a algún Estado de la República en el caso de 

contribuciones locales, asi como a qué municipio debemos contribuir en el 

caso de contribuciones municipales; las contribuciones deben ser 

proporcionales y equitativas; el destino de las contribuciones es para 

cubrir los gastos públicos del Estado (Federación, Distrito Federal, 

Estados o Municipios); las contribuciones deben establecerse en una Ley 

formal y materialmente legislativa o sea, expedido por el Poder Legislativo 

con efectos juridicos generales. 
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Por otro lado, cabe hacer la pregunta si los extranjeros tienen la 

obligación de contribuir en México, por lo que la Ley del Impuesto Sobre 

la Renta en su articulo 1 •, establece: Las personas físicas y las morales 

están obligados al pago del impuesto sobre la renta en los siguientes 

casos: 

"l.- Las residentes en México respecto de todos sus ingresos 
cualquiera que sea la ubicación de la fuente de riqueza de donde 
procedan. 

11.- Los residentes en el extranjero que tengan un establecimiento 
permanente o una base fija en el pals, respecto de los ingresos 
atribuibles a dicho establecimiento o base fija. 

111.- Los residentes en el extranjero, respecto de los ingresos 
procedentes de fuentes de riqueza situadas en territorio nacional, 
cuando no tengan un establecimiento permanente o base fija en el 
país, o cuando teniéndolos, dichos ingresos no sean atribuibles a 
éstos". 

El gasto público, el Impuesto tiene como finalidad sufragar los 

gastos públicos en que incurre el Estado y realiza una función económica 

importante en la actividad financiera que se genera en un pals. 

Algunos autores consideran que no es un acierto aludir a los gastos 

públicos en su definición de impuestos, pero no se debe olvidar que este 

binomio económico, impuesto y gasto público, es una relación fundamental 

sin la cual el impuesto pierde su carácter y justificación 

El gasto público son las erogaciones que el Estado debe hacer con 

motivo del cumplimiento de sus fines -en concreto la ejecución de la 
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leyes- y el mantenimiento de los servicios públicos. Los fondos públicos 

provenientes de los impuestos se incorporan al patrimonio del Estado y se 

erogan de una manera general. 

Asl, con la clasificación que efectúa el Código Fiscal de la 

Federación en su articulo 2°, los ingresos tributarios federales estarán 

constituidos por impuestos, aportaciones de seguridad social, 

contribuciones de mejoras y derechos, aprovechamientos y sus accesorios. 

Es pertinente señalar, que a nivel estatal y municipal existen además 

contribuciones especiales como por ejemplo, las contribuciones para 

mejoras: carreteras, alumbrado etc. 

En este sentido, se concluye respecto a los tributos, que estos son 

exigidos a los particulares por el Estado, en ejercicio de su poder de 

imperio y que constituyen la principal fuente de recursos para sufragar los 

gastos públicos. 

La facultad de legislar en materia tributarla, el articulo 73 fracción 

VII Constitucional, refiere que el Congreso tiene la facultad: para imponer 

las contribuciones necesarias a cubrir el presupuesto. Este articulo aunado 

al 31 fracción IV, determina que la obligación de contribuir a los gastos 

públicos, deben establecerse en una Ley formal y materialmente 

legislativa o sea, expedido por el Poder Legislativo con efectos jurldlcos 

generales. 
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El articulo 74 fracción IV dispone que son facultades exclusivas de 

la Cámara de Diputados: 

"IV.- Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de 
Egresos de la Federación, discutiendo primero las contribuciones 
que, a su juicio, deben decretarse para cubrirlo, así como revisar la 
Cuenta Pública del año anterior. 
El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la iniciativa de Ley de 
Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación 
a más tardar el dla 15 del mes de noviembre o hasta el día 15 de 
diciembre cuando Inicie su encargo en la fecha prevista por el 
articulo 83, debiendo comparecer el Secretario del Despacho 
correspondiente a dar cuenta de los mismos. 
No podrá haber otras partidas secretas, fuera de las que se 
consideren necesarias, con ese carácter, en el mismo presupuesto; 
las que emplearán los secretarios por acuerdo escrito del Presidente 
de la República. 
La revisión de la Cuenta Pública tendrá por objeto conocer los 
resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a 
los criterios señalados por el Presupuesto y el cumplimiento de los 
objetivos contenidos en los programas. 
Para la revisión de la Cuenta Pública, la Cámara de Diputados se 
apoyará en la entidad de fiscalización superior de la Federación. Si 
del examen que ésta realice aparecieran discrepancias entre las 
cantidades correspondientes a los Ingresos o a los egresos, con 
relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera 
exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos 
realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la 
Ley. 
La Cuenta Pública del año anterior deberá ser presentada a la 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión dentro de los diez 
primeros dias del mes de junio". 

Este artículo prevé el principio de anualidad de las leyes fiscales, 

toda vez que los presupuestos deben presentarse cada año para su 

aprobación por la Cámara de Diputados, ya se trate de Ingresos o de 

egresos, que son los que establecen los conceptos por los cuales debernos 

contribuir a los gastos públicos y el destino que se les da a estos 
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respectivamente. 

El articulo 115 fracción IV constitucional, establece que: 

"Los Estados adoptarán, para su reg1men interior, la forma de 
gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base 
de su división territorial y de su organización politica y 
administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: ... 

IV.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se 
formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, asl 
como de las contribuciones y otros Ingresos que las legislaturas 
establezcan a su favor, y en todo caso: 
a).- Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que 

establezcan los Estados sobre la propiedad Inmobiliaria, de su 
fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora asl 
como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. 
Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que 

éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la 
administración de esas contribuciones. 
b).- Las participaciones federales, que serán cubiertas por la 

Federación a los Municipios con arreglo a las bases, montos y 
plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de los 
Estados. 
c).- Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a 
su cargo. 
Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para 
establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c). ni 
concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes 
estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de 
persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo 
estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de 
los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados 
por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, 
para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto 
público. 
Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a 
las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, 
derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios 
de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las 
contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 
Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de 
los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los 
presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con 
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base en sus ingresos disponibles. 
Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en 
forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos 
autoricen, conforme a la Ley". 

Como puede advertirse de este articulo constitucional, se tiene que 

los municipios tienen facultad exclusiva para que a su cargo las 

legislatur!Js de los Estados a que correspondan, es.tablezcan las 

contribuciones necesarias a cubrir sus impuestos. 

Deben ser las legislaturas de los Estados, porque la obligación de 

contribuir al Gasto Público de los municipios en que se reside, debe ser de 

conformidad con lo que establezcan las leyes y como los municipios en 

nuestro sistema jurídico carecen de fa.cuitadas para expedir leyes, 

corresponde dicha facultad a las legislaturas de los estados, sin embargo, 

se les deja en completa libertad para administrar su hacienda pública. 

La residencia, el Código Fiscal de la Federación contempla y regula 

la residencia de las personas físicas o morales con la finalidad de 

determinar legalmente si se está vinculado fiscal y jurídicamente a México 

o a otro país, para efecto de determinar si se es contribuyente o no; el 

articulo 9º del Código Fiscal de la Federación establece: 

"Se consideran residentes en territorio nacional: 

l. A las siguientes personas físicas: 

a). Las que hayan establecido su casa habitación en México, salvo 
que en el año de calendario permanezcan en otro pals por más de 
183 dias naturales consecutivos o no y acrediten haber adquirido la 
residencia para efectos fiscales en ese otro pals. 
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b). Las de nacionalidad mexicana que sean funcionarios del Estado o 
trabajadores del mismo, aun cuando por el carácter de sus funciones 
permanezcan en el extranjero por un plazo mayor al señalado en el 
inciso a) de esta fracción. 

11. Las personas morales que se hayan constituido de conformidad 
con las leyes mexicanas, asi como las que hayan establecido en 
México la administración principal del negocio o su sede de 
dirección efectiva. 

Salvo prueba en contrario, se presume que las personas fisicas de 
nacionalidad mexicana, son residentes en territorio nacional. 
Tratándose de personas físicas, la residencia en el extranjero se 
acreditará ante la autoridad fiscal, mediante constancia expedida por 
las autoridades competentes del Estado·del cual son residentes". 

Por lo que primeramente se debe determinar la residencia de las 

personas flsicas o morales y una vez determinada la residencia se debe 

determinar el domicilio fiscal, para saber ante qué autoridades se debe 

cumplir con las obligaciones fiscales de los contribuyentes de acuerdo con 

su competencia y jurisdicción territorial. 

El principio de proporcionalidad y equidad, es una característica 

de los impuestos y toda vez que el Estado no posee recursos propios para 

mantener su organización y actuación dentro de su administración pública, 

se requiere que todos los que integran una comunidad y en la medida de 

sus posibilidades, contribuyan al soslenimiento de las instituciones a las 

que se les han asignado tan elevados fines. 

Un sistema impositivo debe esforzase por distribuir 

proporcionalmente esas cargas sociales, tomando como base Jos criterios 

más generales posibles. 
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La equidad es una igualdad social y es un medio racional para limitar 

la excesiva generalidad de ta Ley; implica una moderación en su 

aplicación. Asi, si la proporcionalidad de un impuesto no es suficiente, se 

requiere de la equidad para que la justicia y la razón no hagan más 

onerosa una carga social que, en términos precisos, es de absoluta 

necesidad" 

Sobre la aplicación de ta proporcionalidad y equidad del impuesto, 

existe'n dos tesis: 

a) La que afirma que corresponde a la Suprema Corte la 

determinación o estimación de la proporcionalidad y equidad de 

un impuesto. 

b) La que afirma que corresponde al Poder Legislativo pronunciar ta 

última palabra de dicha materia, sin que puedan los tribunales 

revisar esa decisión. 

La Suprema Corte de Justicia de ta Nación confirma lo anterior con 

ta jurisprudencia de la Sexta Epoca, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario 

Judicial de ta Federación, Tomo: Primera Parte, XLV, Página: 155, de 

titulo y rubro siguiente: 

'IMPUESTOS, PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD DE LOS. Si se 
reclama que la proporcionalidad y equidad de los impuestos, deben 

" Cfr. Scrrn Rojas, Andrés. Op cit. p.32-33 
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ser calificados por la autoridad que los acuerda, tiene aplicación el 
precedente número 543 que aparece en la página 1004 del Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación, que dice lo que sigue: 
'Aunque la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte, en 
ejecutorias anteriores, establecía que la falta de proporcionalidad y 
equidad del impuesto no puede remediarse por medio del juicio de 
amparo, es conveniente modificar dicha jurisprudencia, 
estableciendo que si está el Poder Judicial capacitado para revisar 
los decretos o actos del Poder Legislativo, en algún caso especial, 
cuando aparezca que el impuesto sea exorbitante y ruinoso, o que el 
Legislativo se haya excedido en sus facultades constitucionales. Aun 
cuando el articulo 31 de la Constitución, que establece los requisitos 
de proporcionalidad y equidad del impuesto como derecho de todo 
contribuyente, no está en el capítulo relativo a las garantias 
Individuales, la lesión de este derecho si es una violación de 
garantias, por lo que si se demanda ante el Poder Judicial el amparo 
contra una ley que establezca un impuesto exorbitante, y ruinoso, no 
puede negarse la protección federal diciendo que el Poder Judicial 
no es el capacitado para remediar dicha violación y que el remedio 
contra ella se encuentra en el sufragio popular, pues en tal caso se 
hará nugatoria la fracción 1 del articulo 103 de la Constitución, y la 
misma razón podria invocarse para negar todos los amparos que se 
enderecen contra leyes o actos del Poder Legislativo'. 

Amparo en revisión 2082/50. Benito Méndez Rodriguez, por sí y 
como representante de la Guadalupana, S. R. L. de C. V. 14 de 
marzo de 1961. Mayoría de diez votos. Ponente: Felipe Tena 
Ramlrez". 

Nosotros consideramos que la exigencia de proporcionalidad que 

establece la fracción IV del articulo 31 de la constitución es una justicia 

tributaria y en esta materia impera la justicia distributiva, la cual tiene por 

objeto directo los bienes comunes que hay que repartir y por Indirecto 

solamente las cargas, entre ellas las contribuciones. Por lo que en la 

distribución de las cargas exige tratar a los iguales como iguales y a los 

desiguales como desiguales, pero tal postulado no puede cumplirse sino es 

tomando en cuenta las distintas capacidades contributivas de los sujetos 

pasivos de la relación tributaria, por lo que la esencia de estos principios 
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es que se paguen las contribuciones conforme a la capacidad contributiva 

y los contribuyentes que se encuentren en situación igual sean tratados 

igualmente, por lo que: 

La proporcionalidad.- Es que los sujetos pasivos deben contribuir 

a los gastos públicos en función de su capacidad económica, debiendo 

fijarse los gravámenes de tal manera que las personas que obtengan 

ingresos elevados tributen en forma cuantitativa, superior a los de 

medianos y reducidos recursos, lo que se logra a través de las tarifas o 

tasas progresivas, ya que si se aplica una tarifa mayor a quien la ley no le 

permite hacer deducciones frente al que si puede realizarla, se vulnera 

dicho principio, porque el pago del tributo no se encontrará en proporción 

con la capacidad contributiva, sino que dependerá de la actividad 

comercial a la que se dedique cada contribuyente. 

De la misma forma lo ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación en la Jurisprudencia consultable en el Apéndice 1917-1995, 

Tomo 1, Primera parte, tesis 257, página 276, de rubro y texto siguientes: 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS 
EN EL ARTICULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL. El articulo 
31, fracción IV, de la Constitución establece los principios de 
proporcionalidad y equidad en los tributos. La proporcionalidad 
radica medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a 
los gastos públicos en función de su respectiva capacidad 
económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus 
ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio, los 
gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica 
de cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan 
ingresos elevados tributen en forma cualllatlva superior a los de 
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medianos y reducidos recursos. El cumplimiento de este principio se 
realiza a través de tarifas progresivas, pues mediante ellas se 
consigue que cubran un impuesto en monto superior los 
contribuyentes de más elevados recursos. Expresado en otros 
términos, la proporcionalidad se encuentra vinculada con la 
capacidad económica de los contribuyentes que debe ser gravada 
dlferencialmente, conforme a tarifas progresivas, para que en cada 
caso el impacto sea distinto, no sólo en cantidad, sino en lo tocante 
al mayor o menor sacrificio reflejado cualitativamente en la 
disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en 
proporción a Jos ingresos obtenidos. El principio de equidad radica 
medularmente en la igualdad ante la misma ley tributaria· de todos 
los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones 
deben recibir un tratamiento Idéntico en Jo concerniente a hipótesis 
de causación, acumulación de ingresos gravabJes, deducciones 
permitidas, plazos de pago, etcétera, debiendo únicamente variar las 
tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad económica 
de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad 
antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, 
que los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una 
situación de igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y 
regula". 

La equidad.- Es la igualdad ante la Ley tributarla de todos los 

sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben 

recibir un tratamiento idéntico en Jo concerniente a hipótesis de causación, 

acumulación de ingresos gravados, deducciones permitidas, plazos de 

pago, etc, debiendo variar únicamente las tarifas o tasas tributarias 

aplicables de acuerdo con la capacidad económica de cada contribuyente 

para respetar el principio de proporcionalidad, por lo que este principio se 

contraria cuando por una parte permite en un caso Ja deducción de un 

gasto y se priva de otro, a pesar de ser de la misma naturaleza, Jo que 

propicia que contribuyentes que se encuentren en la misma situación 

jurldica frente a la Ley sean colocadas en situación desigual, como en el 

caso en que la ley reconoce la capacidad para hacer la deducción final con 
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el objeto de disminuir su ingreso gravable y a los contribuyentes que no se 

les reconozca dicha capacidad verán incrementado, verán incrementado el 

ingreso gravable. 

Igualmente como lo ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la jurisprudencia de la Novena Epoca, Instancia Pleno, Fuente 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, marzo de 

2000, tesis P./J.24/2000, página 35, de rubro y texto siguiente: 

"IMPUESTO. PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA PREVISTA POR 
EL ARTICULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL. De una 
revisión a las diversas tesis sustentadas por esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en torno al principio de equidad tributaria 
previsto por el articulo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, 
necesariamente se llega a la conclusión de que, en esencia, este 
principio exige que los contribuyentes de un impuesto que se 
encuentran en una misma hipótesis de causación, deben guardar una 
idéntica situación frente a la norma jurldica que lo regula, lo que a la 
vez implica que las disposiciones tributarias deben tratar de manera 
igual a quienes se encuentren en una misma situación y de manera 
desigual a los sujetos del gravamen que se ubiquen en una situación 
diversa, implicando, además, que para poder cumplir con este 
principio el legislador no sólo está facultado, sino que tiene 
obligación de crear categorias o clasificaciones de contribuyentes, a 
condición de que éstas no sean caprichosas o arbitrarias, o creadas 
para hostilizar determinadas clases o universalidades de causantes, 
esto es, que se sustenten en bases objetivas que justifiquen el 
tratamiento diferente entre una y otra categoria, y que pueden 
responder a finalidades económicas o sociales, razones de política 
fiscal o incluso extrafiscales". 

Finalmente los elementos de las contribuciones; a saber toda Ley 

Fiscal al establecer una contribución, para cumplir con los requisitos de 

certeza y seguridad jurldica, esencialmente debe consignar los siguientes 
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elementos: 

Los sujetos: debe precisarse con claridad quiénes son los sujetos 

pasivos y quién el sujeto activo; por lo que el sujeto activo es la 

Federación, Estado o Municipio de acuerdo con la fracción IV del articulo 

31 Constitucional en virtud de la organización Polltlca del Estado 

Mexicano, en tanto que los sujetos pasivos son los contribuyentes, es 

decir, las personas fisicas o morales, obligadas al pago de las 

contribuciones a su cargo, ya que la legislación Fiscal hace referencia bajo 

la denominación común de contribuyentes, por lo tanto se debe entender 

que es sujeto pasivo la persona física o moral, mexicana o extranjera que 

de acuerdo con las leyes fiscales están obligados a pagar contribuciones. 

El objeto de la contribución es la situación jurídica o de hecho, lo 

que grava la ley tributaria o incluso puede decirse que se refiere a la 

actividad o cualidades especificas de las personas, siendo el objetivo 

específico de toda ley tributaria. 

Por otro lado el hecho generador es colocarse en el supuesto que 

establece la ley, por lo que el hecho generador es tan solo el 

presupuesto material que el legislador establece en la Ley para 

instaurar la relación obllgacional, asl el hecho generador es únicamente 

el momento, el presupuesto, para que se Inicie el vinculo legalmente 

previsto. 
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Asl tenemos que el hecho imponible es el hecho previsto en la 

norma, cuya realización provoca el nacimiento de una obligación 

tributaria o como la situación jurídica que el legislador estableció en la 

ley para que ésta al ser concretada por un sujeto, genere la obligación 

tributaria, convirtiéndose en un presupuesto de derecho. 

Base, esta se obtiene sumando los Ingresos y descontando las 

deducciones, por ejemplo, monto de la renta percibida, número de kilos 

producidos, etcétera; o por la cantidad o criterio considerado para la 

aplicación de la Ley sobre la que se determina el monto de la 

contribución a cargo del sujeto pasivo, puede ser sobre el valor total de 

actividades, monto de los ingresos percibidos a la cual se le aplica la 

tarifa correspondiente. 

Tasa de la contribución, está representada por el tanto por ciento 

que se aplica a la base de la contribución cualquiera que sea su valor, 

como en el caso del IVA, que tiene tarifas de veinte, quince, diez, seis y 

cero por ciento, misma que establece el legislador. 

Tarifa de la contribución, es la lista de unidades correspondientes 

para un determinado objeto tributario o para un número de objetos que 

pertenecen a la misma categorla. Combinación de cuota o tasa aplicable 

entre un mlnimo y un máximo aplicado a la base determinada para 

obtener el importe de la contribución a pagar. 
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Ahora bien existen cuotas progresivas, regresivas y fijas, 

consistiendo la última en la que permanece constante al variar la base, 

de tal suerte que la cuantía de la obligación tributaria aumenta en 

proporción constante al aumentar la base Imponible, teniendo como 

ejemplo en nuestro derecho el IVA sobre el importe de enajenaciones. 

La cuota progresiva, es aquella que aumenta al aumentar la base, de tal 

suerte que a unos aumentos sucesivos e iguales de la base, 

corresponden aumentos más que proporcionales en la cuantla de la 

obligación tributaria, por lo que con la cuota progresiva el tributo 

aumenta más que proporcionalmente en relación con el valor gravado. Y 

finalmente la cuota regresiva que es aquella que disminuye al aumentar 

la base, de tal suerte que a los aumentos sucesivos e iguales de la base 

corresponden aumentos menos que proporcionales en la cuantla de la 

obligación tributaria, esto es, la referida obligación es decreciente con 

relación a la base imponible. 

Época de pago se divide en dos formas; cuando debe pagarse en 

el momento en que se realiza el hecho generador de la obligación 

contributiva o tributaria es instantánea y será periódica cuando se tiene 

un plazo establecido en la Ley fiscal respectiva para su cumplimiento, 

como en el caso de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Las reglas generales de la época de pago se contemplan en los 

articulos 6 y 12 del Código Fiscal de la Federación que señalan: 
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"Articulo 60.- Las contribuciones se causan conforme se realizan las 
situaciones jurldicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales 
vigentes durante el lapso en que ocurran. 
Dichas contribuciones se determinarán conforme a las disposiciones 
vigentes en el momento de su causación, pero les serán aplicables 
las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad. 
Corresponde a Jos contribuyentes la determinación de las 
contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario. Si 
las autoridades fiscales deben hacer Ja determinación, los 
contribuyentes les proporcionarán Ja información necesaria dentro de 
Jos 15 dias siguientes a Ja fecha de su causación. 
Las contribuciones se pagan en Ja fecha o dentro del plazo señalado 
en las disposiciones respectivas. A falla de disposición expresa el 
pago deberá hacerse mediante declaración que se presentará ante 
las oficinas autorizadas, dentro del plazo que a continuación se 
indica: 
l. Si Ja contribución se calcula por periodos establecidos en Ley y en 
los casos de retención o de recaudación de contribuciones, los 
contribuyentes, retenedores o las personas a quienes las leyes 
impongan la obligación de recaudarlas, las enterarán a más tardar el 
día 17 del mes de calendario inmediato posterior al de terminación 
del periodo de Ja retención o de Ja recaudación, respectivamente. 
JI. En cualquier otro caso, dentro de los 5 dlas siguientes al 
momento de la causación. 
111. (DEROGADA, D.O. 30 DE ABRIL DE 1986) 
En el caso de contribuciones que se deben pagar mediante 
retención, aún cuando quien deba efectuarla no retenga o no haga 
pago de Ja contraprestación relativa, el retenedor estará obligado a 
enterar una cantidad equivalente a Ja que debió haber retenido. 
Cuando Jos retenedores deban hacer un pago en bienes, solamente 
harán la entrega del bien de que se trate si quien debe recibirlo 
provee Jos fondos necesarios para efectuar Ja retención en moneda 
nacional. 
Quien haga pago de créditos fiscales deberá obtener de Ja oficina 
recaudadora, la forma oficial, el recibo oficial o Ja forma valorada, 
expedidos y controlados exclusivamente por Ja Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público o la documentación que en las 
disposiciones respectivas se establezca en Ja que conste la 
impresión original de Ja máquina registradora. Tratándose de Jos 
pagos efectuados en las oficinas de las Instituciones de crédito, se 
deberá obtener la impresión de Ja máquina registradora, el sello, Ja 
constancia o el acuse de recibo correspondiente. 
Cuando las disposiciones fiscales establezcan opciones a los 
contribuyentes para eJ cumplimiento de sus obligaciones fiscales o 
para determinar las contribuciones a su cargo, Ja elegida por el 
contribuyente no podrá variarla respecto al mismo ejercicio.• 
"Articulo 12.- En los plazos fijados en dlas no se contarán los 
sábados, Jos domingos ni el 10. de enero; el 5 de febrero; el 21 de 
marzo; el 10. y 5 de mayo; el 16 de septiembre; el 20 de noviembre; 
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el 1 o. de diciembre de cada seis años, cuando corresponda a la 
transmisión del Poder Ejecutivo Federal, y el 25 de diciembre. 
Tampoco se contarán en dichos plazos, los dlas en que tengan 
vacaciones generales las autoridades fiscales federales, excepto 
cuando se trate de plazos para la presentación de declaraciones y 
pago de contribuciones, exclusivamente, en cuyos casos esos dias 
se consideran hábiles. No son vacaciones generales las que se 
otorguen en forma escalonada. 
En los plazos establecidos por períodos y aquéllos en que se señale 
una fecha determinada para su extinción se computarán todos los 
dlas. 
Cuando los plazos se fijen por mes o por año, sin especificar que 
sean de calendario, se entenderá que en el primer caso el plazo 
concluye el mismo dla del mes de calendario posterior a aquél en 
que se Inició y en el segundo, el término vencerá el mismo dla del 
siguiente año de calendario a aquél en que se inició. En los plazos 
que se fijen por mes o por año cuando no exista el mismo día en el 
mes de calendario correspondiente, el término será el primer día 
hábil del siguiente mes de calendario. 
No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, si el último dla 
del plazo o en la fecha determinada, las oficinas ante las que se 
vaya a hacer el trámite permanecen cerradas durante el horario 
normal de labores o se trate de un día Inhábil, se prorrogará el plazo 
hasta el siguiente día hábil. Lo dispuesto en este articulo es 
aplicable, inclusive cuando se autorice a las instituciones de crédito 
para recibir declaraciones. También se prorrogará el plazo hasta el 
siguiente dia hábil, cuando sea viernes el último dla del plazo en que 
se deba presentar la declaración respectiva, ante las instituciones de 
crédito autorizadas. 
Las autoridades fiscales podrán habilitar los dias Inhábiles. Esta 
circunstancia deberá comunicarse a los particulares y no alterará el 
cálculo de plazos'. 

Por otro lado, el Código Fiscal de la Federación en su artículo 31, 

último párrafo establece en forma supletoria que cuando las disposiciones 

fiscales no señalen plazo para la presentación de declaraciones, se tendrá 

por establecido el de quince dlas siguientes a la realización del hecho de 

que se trate. 

Asimismo, como excepción a la regla general que establece el citado 
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articulo 6º del Código Fiscal de la Federación, el articulo 65 del propio 

código dispone que las contribuciones omitidas que las autoridades 

fiscales determinen como consecuencia del ejercicio de sus facultades de 

comprobación, asl como los demás créditos fiscales, deben pagarse o 

garantizarse junto con sus accesorios dentro del mes siguiente a la fecha 

en que surta efectos su notificación. 

Por otra parte, el cumplimiento de la obligación fiscal también puede 

ser asegurada mediante la constitución de garantías a favor del erario, 

ampliándose asl las expectativas de la realización efectiva de la obligación 

y no sólo respecto al obligado principal, sino también a otros sujetos 

(deudores solidarios, etc.) u objetos (prendas hipotecas, etc.), por lo que 

las garanlias fiscales pueden ser reales o personales. Lo anterior es asi 

pues dentro del Código Fiscal de la Federación encontramos los artículos 

141, 144 y 146 que establecen: 

"Articulo 141. Los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal 
en alguna de las formas siguientes: 
l. Depósito en dinero u otras formas de garantía financiera 
equivalentes que establezca la Secretarla de Hacienda y Crédito 
Público mediante reglas de carácter general que se efectúen en las 
cuentas de garantía del interés fiscal a que se refiere el articulo 
141-A. 
11. Prenda o hipoteca. 
111. Fianza otorgada por institución autorizada, la que no gozará de 
los beneficios de orden y excusión. 
IV. Obligación solidaria asumida por tercero que compruebe su 
idoneidad y solvencia. 
V. Embargo en la via administrativa. 
VI. Titules valor o cartera de créditos del propio contribuyente, en 
caso de que se demuestre la imposibilidad de garantizar la totalidad 
del crédito mediante cualquiera de las fracciones anteriores, los 
cuales se aceptarán al valor que discrecionalmente fije la Secretaria 
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de Hacienda y Crédito Público. 
La garantia deberá comprender, además de las contribuciones 
adeudadas actualizadas, los accesorios causados, asl como de los 
que se causen en los doce meses siguientes a su otorgamiento. Al 
terminar este periodo y en tanto no se cubra el crédito, deberá 
actualizarse su importe cada año y ampliarse la garantla para que 
cubra el crédito actualizado y el importe de los recargos, incluso los 
correspondientes a los doce meses siguientes. 
El reglamento de este código establecerá los requisitos que deberán 
reunir las garantías. La Secretarla de Hacienda y Crédito Público 
vigilará que sean suficientes tanto en el momento de su aceptación 
como con posterioridad y, si no lo fueren, exigirá su ampliación o 
procederá al secuestro o embargo de otros bienes. 
En ningún caso las autoridades fiscales podrán dispensar el 
otorgamiento de la garantía. . 
La garantía deberá constituirse dentro de los treinta dlas siguientes 
a la fecha en que se hubiere notificado por la autoridad fiscal 
correspondiente la resolución sobre la cual se deba garantizar el 
Interés fiscal, salvo en los casos en que se indique un plazo 
diferente en otros preceptos de este código." 

"Articulo 144. No se ejecutarán los actos administrativos cuando se 
garantice el interés fiscal, satisfaciendo los requisitos legales. 
Tampoco se ejecutará el acto que determine un crédito fiscal hasta 
que venza el plazo de cuarenta y cinco dias siguientes a la fecha en 
que surta efectos su notificación, o de quince dlas, tratándose de la 
determinación de cuotas obrero patronales o de capitales 
constitutivos al seguro social. SI a más tardar al vencimiento de los 
citados plazos se acredita la impugnación que se hubiere intentado y 
se garantiza el interés fiscal satisfaciendo los requisitos legales, se 
suspenderá el procedimiento administrativo de ejecución. 
Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma el 
recurso de revocación o, en su caso, el procedimiento de resolución 
de controversias previsto en un tratado para evitar la doble 
tributación de los que México es parte, el plazo para garantizar el 
interés fiscal será de cinco meses siguientes a partir de la fecha en 
que se interponga cualquiera de los referidos medios de defensa, 
debiendo el Interesado acreditar ante la autoridad fiscal que lo 
interpuso dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a esa fecha, 
a fin de suspender el procedimiento administrativo de ejecución. 
Cuando en el medio de defensa se impugnen únicamente algunos de 
los créditos determinados por el acto administrativo, cuya ejecución 
fue suspendida, se pagarán los créditos fiscales no impugnados con 
los recargos correspondientes. 
Cuando se garantice el interés fiscal el contribuyente tendrá 
obligación de comunicar por escrito la garanlla, a la autoridad que le 
haya notificado el crédito fiscal. 
Si se controvierten sólo determinados conceptos de la resolución 
administrativa que determinó el crédito fiscal, el particular pagará la 

87 



parte consentida del crédito y los recargos correspondientes, 
mediante declaración complementarla y garantizará la parte 
controvertida y sus recargos. 
En el supuesto del párrafo anterior, si el particular no presenta 
declaración complementaria, la autoridad exigirá la cantidad que 
corresponda a la parte consentida, sin necesidad de emitir otra 
resolución. Si se confirma en forma definitiva la validez de la 
resolución impugnada, la autoridad procederá a exigir la diferencia 
no cubierta, con los recargos causados. 
No se exigirá garantla adicional si en el procedimiento administrativo 
de ejecución ya se hubieran embargado bienes suficientes para 
garantizar el interés fiscal o cuando el contribuyente declare bajo 
protesta de decir verdad que son los únicos que posee. En el caso 
de que la autoridad compruebe por cualquier medio que esta 
declaración es falsa podrá exigir garantla adicional, sin perjuicio de 
las sanciones que correspondan. En todo caso, se observará lo 
dispuesto en el segundo párrafo del articulo 141 de este código. 
También se suspenderá la ejecución del acto que determine un 
crédito fiscal cuando los tribunales competentes notifiquen a las 
autoridades fiscales sentencia de concurso mercantil dictada en 
términos de la ley de la materia y siempre que se hubiese notificado 
previamente a dichas autoridades la presentación de la demanda 
correspondiente. 
Las autoridades fiscales continuarán con el procedimiento 
administrativo de ejecución a fin de obtener el pago del crédito 
fiscal, cuando en el procedimiento judicial de concurso mercantil se 
hubiere celebrado convenio estableciendo el pago de los créditos 
fiscales y éstos no sean pagados dentro de los 30 dlas siguientes a 
la celebración de dicho convenio o cuando no se dé cumplimiento al 
pago con la prelación establecida en este código. Asimismo, las 
autoridades fiscales podrán continuar con dicho procedimiento 
cuando se inicie la etapa de quiebra en el procedimiento de concurso 
mercantil en los términos de la ley correspondiente. 
En caso de negativa o violación a la suspensión del procedimiento 
administrativo de ejecución, los Interesados podrán promover el 
incidente de suspensión de la ejecución ante la Sala del Tribunal 
Fiscal de la Federación que conozca del juicio respectivo u ocurrir al 
superior jerárquico de la autoridad ejecutora, si se está tramitando 
recurso, acompañando los documentos en que conste el medio de 
defensa hecho valer y el ofrecimiento o, en su caso otorgamiento de 
la garantía del interés fiscal. El superior jerárquico aplicará en lo 
conducente las reglas establecidas por este código para el citado 
incidente de suspensión de la ejecución.• 

"Articulo 146. El crédito fiscal se extingue por prescripción en el 
término de cinco años. 
El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el 
pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como excepción 
en los recursos administrativos. El término para que se consume la 
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prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que el 
acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento 
expreso o tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Se 
considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad 
dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se 
haga del conocimiento del deudor. 
Cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución en 
los términos del articulo 144 de este código, también se suspenderá 
el plazo de la prescripción. 
Los particulares podrán solicitar a la autoridad la declaratoria de 
prescripción de los créditos fiscales. 
Ultimo párrafo. (Derogado)." 

De lo anterior, se concluye que la época de pago de las contribuciones 

puede prorrogarse de acuerdo a lo establecido en los articulas citados, al 

constituirse una garantla a favor del erario federal, la que comprenderá no sólo las 

contribuciones adeudadas actualizadas, sino además, los accesorios causados, 

asl como las que se causen en los doce meses siguientes a su otorgamiento; al 

término de dicho periodo y en tanto no se cubra el crédito, deberá actualizarse su 

importe cada año y ampliarse la garantla para que cubra el crédito actualizado y el 

importe de los recargos. 
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CAPÍTULO IV 
ANÁLISIS DE LOS ARTICULOS 399 Y 400 DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES Y CRITERIOS QUE SE 

ESTABLECEN EN LA PRÁCTICA CON RELACIÓN AL ARTICULO 

108, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, RESPECTO AL 

OTORGAMIENTO DE LA LIBERTAD BAJO CAUCIÓN, 

TRATÁNDOSE DE DELITOS FISCALES. 

A) ANALISIS Y APLICACIÓN PRÁCTICA. 

Para comprender integralmente la libertad provisional bajo caución 

dentro del proceso penal, por el delito fiscal previsto e.n el articulo 106 del 

Código Fiscal de la Federación, asl como sus elementos, Importancia y 

trascendencia, partiremos de lo dispuesto por la Constitución Polltica de 

los Estados Unidos Mexicanos, como base del derecho mexicano y como 

marco de garantías para todo individuo dentro del territorio nacional. 

Al principio de su texto, la Constitución Federal contiene la 

dogmática respecto del individuo. El orden de tal redacción permite 

observar la supremacía de la garanlia de libertad, a la cual sólo antepone 

la de tutela a la vida. Ahora bien, de la lectura de los primeros preceptos 

constitucionales puede apreciarse que el bien supremo, jurldicamente 

tutelado, es la vida, garanlla sin la cual las demás no tendrlan razón de 

existir. 
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La libertad surge como el bien jurídico y natural más elemental, 

precisamente en la vida de un ser humano; así en el artículo 14 del 

ordenamiento citado se tutela la legalidad procedimental respecto de la 

libertad. Entre otros conceptos, el articulo 16 de la propia Carta Magna 

también prevé ciertos elementos como la protección a tan preciado 

derecho. En ambos preceptos se aprecia la importancia de la libertad, tan 

es así, que el beneficio de la libertad provisional bajo caución está 

cor.templada en el articulo 20 constitucional, como ya ha quedado 

reseñado en capítulos precedentes y como incidente en el Código Federal 

de Procedimientos Penales. 

Asl sea de modo breve, debemos señalar por lo menos los diversos 

incidentes dentro del proceso penal federal, por la comisión de delitos 

fiscales y referirnos específicamente al de la libertad provisional bajo 

caución; los incidentes que existen dentro del Código Federal de 

Procedimientos Penales son: 

1. Incidentes de libertad; 

a) Libertad provisional bajo caución; 

b) Libertad provisional bajo protesta; y 

c) Libertad por desvanecimiento de datos. 

2. Suspensión del procedimiento; 

3. Acumulación de autos; 

4. Reparación del daño exigible a persona distinta del inculpado; 

5. Incidentes no especificados. 
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Don Manuel Rivera Silva explica algunas cuestiones inherentes al 

incidente de la libertad provisional: 

"l. La cuestión planteada en el incidente tiene relación con el 
negocio principal, pero esta relación es de carácter accesorio; 11. La 
secuela del incidente no tiene acomodo necesario en algunas de las 
etapas del procedimiento. En otras palabras hemos fijado que el 
procedimiento se informa con una serie de actos que se van 
solicitando unos con otros; el incidente no es un eslabón de esta 
serie de actos que integran el trámite normal, es un pequeño 
procedimiento metido en el procedimiento grande, y 111. El incidente, 
en cuanto algo especial, tiene un procedimiento distinto al del juicio 
principal"". 

Ahora refirámonos especlficamente a los Incidentes de la libertad. 

/ne/dentes de libertad. Se debe entender como Incidente de libertad el 

beneficio que tiene el inculpado de alcanzar su libertad, bien sea 

provisional o definitiva sin esperar sentencia, por existir una causa que 

impida al juzgador el estudio de fondo del asunto, o por disposición de ley 

que otorgue al inculpado el beneficio de referencia. 

Existen varios tipos de Incidentes de libertad: 

a) Libertad provisional bajo caución; 

b) Libertad provisional bajo protesta; 

c) Libertad por desvanecimiento de datos. 

41 Cruz Agüero, Lcopoldo de la. Procedimiento Penal Mexicano. Editorial Porn"ta. México, 2000. p. 585 
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El incidente de libertad bajo caución consiste en que todo inculpado 

tiene derecho a ser puesto en libertad provisional mientras dura el proceso 

bajo caución, mientras que el delito por el que se encuentra procesado no 

sea calificado como grave por el Código Federal de Procedimientos 

Penales. 

Ahora bien, toda vez que la penalidad mayor prevista en el articulo 

108 del Código Fiscal de la Federación, relativa a la defraudación fiscal, 

oscila de tres a nueve años de prisión, el término medio aritmético resulta 

de seis años, lo que impedia (antes de la reforma de 1996) en forma 

automática que cualquier inculpado por este delito, si excedia del monto 

de treinta mil pesos (hoy $750,000), alcanzara este beneficio. Ahora con 

las reformas a los ordenamientos penales y constitucionales (ya señaladas 

en el capitulo primero), se requiere que el delito sea calificado como grave 

para que el inculpado no pueda alcanzar el beneficio de libertad bajo 

caución. 

Antes de las reformas relativas a otorgar la caución, el Código Fiscal 

de la Federación en su articulo 92 señalaba: 

"Cuando el término medio aritmético de la pena privativa de libertad 
que corresponda al delito imputado exceda de cinco años para 
conceder la libertad provisional, el monto de la caución que fije la 
autoridad judicial comprenderá, en su caso, la suma de la 
cuantificación antes mencionada y las contribuciones adeudadas, 
incluyendo la actualización y recargos, que hubiera determinado la 
autoridad fiscal a la fecha en que se promueva la libertad 
provisional. La caución que se otorgue en los términos de este 
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párrafo no sustituye a la garantía del Interés fiscal"". 

En caso de que el procesado hubiere pagado o garantizado el 

interés fiscal a entera satisfacción de la Secretarla de Hacienda y Crédito 

Público, la autoridad judicial, a solicitud del procesado, podrá reducir 

hasta en un 20% el monto de la caución, siempre que existan motivos o 

razones que justifiquen dicha reducción. 

El articulo anterior tiene matices muy interesantes de análisis y 

estudio detallado, es menester ahondar en el mismo. 

En principio, el articulo 399 del Código Federal de Procedimientos 

Penales estableció varias condiciones en las que habría de concederse la 

libertad provisional, aun cuando el término medio aritmético de la pena 

privativa, rebasara de cinco años de prisión, asl la anterior redacción del 

Código Federal de Procedimientos Penales establecla que el juzgador 

concederla la libertad provisional en resolución fundada y motivada, 

siempre que se cumpliera con los siguientes requisitos: 

a) Que se garantice debidamente, a juicio del juzgador, la 
reparación del daño. Para los efectos de esta fracción, en el 
caso de los delitos a que se refiere el cuarto párrafo del 
articulo 92 del Código Fiscal de la Federación, el juez estará 
dispuesto a lo que establece el articulo en comento; 

b) Que la concesión de la libertad no constituya un grave peligro 
social; 

e) Que no exista riesgo fundado de que el Inculpado pueda 
sustraerse a la acción de la justicia, y 

d) Que no se trate de personas que por ser reincidentes o haber 

41 Código Fiscal de la Federación. Art. 92. México, 1995. 
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mostrado habitualidad, la concesión de la libertad haga 
presumir fundadamente que evadirian la acción de la justicia. 

Sin embargo, con las reformas de 1993 al Código Federal de 

Procedimientos Penales, se establece ahora que los requisitos son: 

a) Que se garantice el monto estimado de la reparación del daño; 
b) Que garantice las sanciones pecuniarias que en su caso se le 

puedan imponer al inculpado; 
e) Que caucione el cumplimiento de las obligaciones a su cargo, 

que la ley establece en razón del proceso, y 
d) Que no se trate de alguno de los delitos señalados como 

graves en el último párrafo del artículo 194 del mismo 
ordenamiento legal. 

El monto de la caución relacionada con el articulo anterior deberá 

ser asequible para el inculpado, y para ello deberá tomarse en cuenta en 

términos del articulo 402 del Código Federal de Procedimientos Penales: 

a) Los antecedentes del inculpado; 
b) La gravedad y circunstancias del delito imputado; 
e) El mayor o menor interés que pueda tener el inculpado en 

sustraerse a la acción de la justicia; 
d) Las condiciones económicas del inculpado, y 
e) La naturaleza de la garantla que se ofrezca. 

Para que el juzgador pueda conceder el beneficio de la libertad 

provisional en términos de la legislación penal, en caso que el delito por el 

que se le impute al inculpado no sea considerado como grave, debe 

sujetarse a lo establecido por el artículo 399 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, es decir, que se garantice, en primer lugar, la 

reparación del daño, máxime tratándose de delitos patrimoniales. 
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Además es menester que se demuestre que la concesión de la 

libertad no constituye un grave peligro social, a este efecto es pertinente 

presentar testimoniales de buena conducta en favor del inculpado y 

acreditar un modo honesto de vivir. 

Para comprobar que no existe riesgo de que el inculpado pretende 

sustraerse a la acción de la justicia es necesario demostrar su residencia o 

la propiedad de bienes raices, para provocar esta convicción en el ánimo 

del juzgador. 

Para verificar que el Inculpado no es reincidente, también se 

requiere demostrar que el inculpado no posee antecedentes penales por la 

comisión de delitos patrimoniales y en materia penal es preciso acudir a la 

Secretaria de Gobernación para obtener certificados de que el inculpado 

no tiene registros de ingresos a prisión por la comisión de delitos de 

carácter patrimonial. 

Ademas de lo anterior, en el caso de delitos de naturaleza tributaria, 

se requiere acreditar los extremos del articulo 92 del Código Fiscal de la 

Federación, el cual establece lineamientos muy rigurosos y especiales, 

veamos: 

El primer requisito es que "el monto de la caución que fije la 

autoridad judicial comprenderá, en su caso, la suma de la cuantificación 

antes mencionada y las contribuciones adeudadas, Incluyendo la 
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actualización y recargos, que hubiere determinado la autoridad fiscal a la 

fecha en que se promueva la libertad provisional". Bajo este requisito, se 

garantiza cabalmente la omisión total o parcial de alguna contribución, los 

pagos provisionales o definitivos o las conlribuciones del ejercicio en los 

lérminos de lo dispuesto en el articulo 108, fracción 11. 

En este apartado, el inculpado antes de solicitar el beneficio de la 

libertad provisional debe recabar de la autoridad hacendarla la 

determinación del crédito fiscal. 

Esta determinación comprenderá todas las contribuciones que exija 

la autoridad fiscal, un ejemplo es el caso de un juicio penal en que la 

cantidad que debió garantizar el inculpado fue por$ 1'668,000.00 pero con 

la actualización y recargos el inculpado terminó pagando $ 2'250,000.00. 

Es decir, que en la mayoria de los casos, las cantidades y cifras por 

las que originalmente se querella la Secretarla de Hacienda y Crédito 

Público son ínfimas comparadas con las que debe garantizar el 

contribuyente y generalmente éste las garantiza por cualquier medio, sin 

pensar en las consecuencias que tendrá en caso de obtener una sentencia 

condenatoria, ya que se les hará exigible la caución penal, que es 

independiente de la fianza administrativa, la que puede ser exigible por la 

vía administrativa. 

El segundo requisito determina que "la caución que se otorgue en 
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los términos de este párrafo no sustituye a la garantía del interés fiscal". 

Es decir, que la caución penal es diferente a la garantía del Interés 

fiscal. La doctrina jurídica en México ha considerado siempre que son dos 

medios y caminos diferentes; la sanción penal, referente a la pena corporal 

de privación de libertad y la sanción pecuniaria, inherente a la sanción 

administrativa, derivada de una infracción administrativa, no de un delito, 

por lo que una vla excluye a la otra y ambas son exigibles. 

Asl, un inculpado para obtener el beneficio de la libertad bajo 

caución en los términos de estos articulas, se tiene que acudir ante la 

autoridad hacendaría, generalmente en la Subsecretaria de Ingresos, la 

Administración General de Auditoria Fiscal Federal, para que ésta fije la 

cantidad a garantizar ante la vla administrativa. Teniendo esta garantia, 

se tiene que acudir ante el Juzgador para que fije la caución penal. 

En suma, para que un inculpado acusado de la comisión de delitos 

de naturaleza fiscal pueda gozar del beneficio de libertad bajo caución 

tiene que garantizar su libertad ante dos autoridades diferentes: la 

autoridad hacendaría en la vla administrativa y la judicial en la via penal. 

El siguiente requisito comprende la situación de que "en caso de que el 

procesado hubiere pagado o garantizado el interés fiscal a entera 

satisfacción de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, la autoridad 

judicial, a solicitud del procesado, podrá reducir hasta en 50% el monto de 

la caución, siempre que existan motivos o razones que justifiquen dicha 
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reducción". 

Es decir, son diferentes la caución penal y la garantía del interés 

fiscal, el inculpado se encuentra obligado a satisfacer cualquier monto que 

le exija la Secretaria de Hacienda y Crédito Público. La garantia del 

interés fiscal puede hacerse por los medios que establece el articulo 141 

del Código Fiscal de Ja Federación que son: depósito de dinero en 

instituciones de crédito autorizadas; prenda o hipoteca; fianza otorgada 

por institución autorizada; obligación solidaria asumida por tercero que 

compruebe su idoneidad y solvencia y embargo en la via administrativa. 

En el caso de que proceda la libertad cauciona!, el inculpado tiene 

una serie de obligaciones, derivadas del articulo 411 del Código Federal 

de Procedimientos Penales, que son las siguientes: 

a) Presentarse ante el tribunal que conozca de su caso, los dlas 
fijos que se hayan señalado y cuántas veces sea citado para 
ello; 

b} Comunicar al tribunal Ja causa de los cambios de domicilio que 
tuviere; 

e) No ausentarse del lugar sin permiso del tribunal, en caso de 
que se Je conceda permiso, éste no podrá ser mayor de un 
mes, y 

d) Se le puede revocar la libertad cauciona! en caso de que 
desobedezca sin causa justa y comprobada las órdenes 
legitimas del tribunal, si fuere sentenciado por un nuevo delito 
intencional y otras causas descritas en el articulo 412 del 
Código Penal Federal. 

En caso de revocación de la libertad cauciona!, el juez mandará 

reaprehender al inculpado y hará efectiva la caución otorgada por el 
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mismo. 

La libertad cauciona! subsistirá en tanto no se decrete sentencia 

definitiva que ponga fin al proceso, en este caso, suponiendo que la 

sentencia fuere mayor de tres años de prisión, el juez mandará revocar la 

libertad provisional y P.ondrá un término al inculpado a efecto de que éste 

se presente en el centro de readaptación social en donde cumplirá su 

condena privativa de libertad. 

De lo anterior se entiende por incidente de libertad provisional el 

derecho del inculpado, previsto en la ley de la materia, para alcanzar su 

libertad durante el proceso, en tanto se le dicta sentencia. De acuerdo con 

la Constitución Federal y el Código Federal de Procedimientos Penales, 

dicho beneficio es procedente, cuando se cumplan los siguientes 

requisitos: 

a) Garantla del monto estimado de la reparación del daño. En materia 

de delitos fiscales, la autoridad que determina el daño o perjuicio 

ocasionado es la propia autoridad administrativa, la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con lo dispuesto por el 

párrafo cuarto del articulo 92 del Código Fiscal de la Federación, 

que es la ley secundaria y la cuantificación que comprende el delito 

y el requisito de procedibilidad penal sea querella o declaratoria de 

perjuicio se presentará al formular la querella o decl'aratorla, 

surtiendo efectos sólo en el procedimiento penal. 
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De Jo anterior se desprende que el fisco federal, en un proceso penal 

por delitos fiscales tiene carácter de ofendido, pero en Jo que se 

refiere a reparación del daño o perjuicio causado, es la autoridad 

facultada para determinarlo en Ja vía administrativa. 

b) Garantla de las sanciones pecuniarias que en su caso puedan 

imponerse al inculpado. De acuerdo con el articulo 29 del Código 

Penal Federal, Ja sanción pecuniaria comprende Ja multa y la 

reparación del daño, por lo que al referirse la Constitución y el 

Código Federal de Procedimientos Penales a la sanción pecuniaria, 

debe entenderse Ja multa. Ésta consiste en el pago de una cantidad 

de dinero al Estado. Al efecto, el Código Fiscal de la Federación, 

como ley secundaria establece en su articulo 94 que en materia de 

delitos fiscales, la autoridad judicial no Impondrá sanción pecuniaria, 

otorgándole esa tarea a la autoridad i1:dminlstrativa, quien hará 

efectivos los créditos fiscales con arreglo a las leyes respectivas. 

Existe un precedente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en tal sentido: 

LIBERTAD PROVISIONAL, CAUCIÓN EN LA. CRITERIO QUE DEBE 
SEGUIRSE PARA SU FIJACIÓN EN TRATANDOSE DE DELITOS 
FISCALES. En la fijación de la caución que deba otorgarse para la 
obtención de Ja libertad provisional, respecto de los delitos fiscales, 
Ja autoridad judicial debe atender exclusivamente a las reglas 
contenidas en el articulo 92, fracción 111, párrafo cuarto, del Código 
Fiscal de la Federación y no a lo preceptuado en el numeral 399 del 
Código Federal de Procedimientos Penales, el cual entre otros 
requisitos, señala que para gozar del beneficio en comento debe 
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garantizarse, a juicio del juez, la reparación del daño, habida cuenta 
de que en tratándose de Ilícitos de carácter fiscal el juzgador no está 
en posibilidad jurídica de resolver sobre tal condena, en atención de 
que el articulo 94 del primero de los ordenamientos legales citados 
dispone que: "En delitos fiscales la autoridad judicial no impondrá 
sanción pecuniaria, las autoridades administrativas, con arreglo a las 
leyes fiscales, harán efectivas las contribuciones omitidas, recargos 
y las sanciones administrativas correspondientes, sin que ello afecte 
al procedimiento pena"; de ahí que la libertad provisional serla ilegal 
si se condicionara a la exigibilidad de una caución para garantizar la 
reparación del daño. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Instancia: Tribunales Cole!,Jiados de Circuito, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Epoca: Ba., Tomo XIII, febrero, p. 351. 
Precedentes: Amparo en revisión 326/93. Gabriel Almanza Rivera. 
27 de octubre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Amado 
Guerrero Alvarado. Secretario: Reynaldo Manuel Reyes Rosas. 

c) Que no se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley 

expresamente prohiba conceder este beneficio, los cuales se 

encuentran señalados en el articulo 194 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, fracciones 11 y 111, último párrafo, y 105, 

fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, por afectar de 

manera importante valores fundamentales de la sociedad. 

Además de los anteriores requisitos, el Código Federal de 

Procedimientos Penales establece la caución del cumplimiento de las 

obligaciones a cargo del inculpado para la procedencia de la libertad 

provisional. Este requisito se encuentra previsto de manera impllclta en el 

articulo 20 constitucional, al disponer que el monto y forma de la caución 

deberán ser asequibles para el inculpado. 

El Código Fiscal de la Federación establece la manera en que la 
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autoridad judicial fijará la caución penal que deberá otorgar el inculpado 

en materia de delitos fiscales, debiendo comprender tal la suma de la 

cuantificación presentada por la Secretaria de Hacienda y Crédito Público 

al formular la querella o declaratoria de perjuicio correspondiente y las 

contribuciones adeudadas, actualización y recargos determinados por la 

misma a la fecha en que se promueva el incidente. 

Cabe destacar, que la citada cuantificación no sustituye la garantfa 

del interés fiscal, pues este último se garantiza ante la propia Secretarla 

de Hacienda y Crédito Público de acuerdo con lo señalado anteriormente y 

a la fracción 111 del articulo 399 del Código Federal de Procedimientos 

Penales, pues la caución penal está enfocada a garantizar la no 

sustracción del inculpado a la justicia. 

La caución anterior podrá reducirse hasta 50% por la autoridad 

judicial en caso de que el inculpado hubiere pagado o garantizado a entera 

satisfacción de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público el interés 

fiscal y siempre que existan motivos o razones que justifiquen dicha 

reducción. 

El articulo 400 del Código de Procedimientos Penales, establece 

como tales razones: 

a) El tiempo que el procesado lleve privado de su libertad; 
b) La disminución acreditada de las consecuencias o efectos del 

delito; 
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En relación con Jo dispuesto por el Código Fiscal de Ja 

Federación, esto resulta obvio, en virtud de que tales efectos son 

subsanados al pagarse o garantizarse el crédito fiscal; 

e) La imposibilidad económica demostrada para otorgar la 
caución señalada inicialmente, aun con pagos parciales; 

d) El buen comportamiento observado en el centro de reclusión, 
de acuerdo con el informe que rinda el Consejo Técnico 
lnterdisciplinario, y 

e) Otras que racionalmente conduzcan a crear seguridad de que 
no procederá a sustraerse a Ja acción de Ja justicia. 

La reducción anterior se tramitará en incidente, sin revolverse de 

plano, ni suspender el procedimiento, se tramita mediante incidente a 

través de una solicitud por escrito, presentada por el inculpado o por su 

defensor. 

Tanto la Constitución Federal, como el Código de Procedimientos 

Penales disponen en sus articules 20 y 399, respectivamente, que Ja 

libertad provisional es un beneficio que debe otorgarse al inculpado 

inmediatamente que Jo solicite; sin embargo, esto no sucede en Ja práctica 

en virtud de que Ja cuantificación que debe hacer la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público en los términos expuestos no se encuentra 

actualizada al momento de la solicitud de Ja libertad provisional bajo 

caución, por Jo que es necesario esperar el tiempo que lleva realizar lo 

conducente. 
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En atención al precepto constitucional citado, el incidente en 

cuestión en la práctica deberla ser impugnado como inconstitucional, en 

virtud de no verificarse la inmediatez contemplada por dicho precepto y 

aun por el propio Código de Procedimientos citado en materia federal. En 

este aspecto, existe una discrepancia entre tales disposiciones legales y lo 

conducente en la práctica, atendiendo a la naturaleza de los requisitos 

para la procedencia de este incidente y al procedimiento para su 

determinación. 

La solicitud de la libertad provisional bajo caución puede tramitarse 

ante el agente del Ministerio Público Federal que conozca de la 

averiguación previa correspondiente, durante la misma, o bien, ante el 

propio Juez de Distrito, durante el proceso, de conformidad con lo 

dispuesto por el articulo 399 del código adjetivo de la materia, en su 

primer párrafo. 

El ordenamiento citado en el punto anterior establece en su numeral 

401 que la libertad provisional bajo caución puede solicitarse nuevamente 

ante su negativa y otorgarse por causas supervenientes. 

Estas causas podrlan ser el cumplimiento respecto de las 

obligaciones fiscales que hayan dado origen a la comisión de los delitos 

por los que se sigue el procedimiento penal fiscal. Por ejemplo, el pago de 

los créditos fiscales omitidos. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. El bien juridlco tutelado en los delitos fiscales es el erario 

nacional, asl como el sistema de recaudación tributarla, pues éstos pueden 

estar en peligro o daño, cuando la hacienda pública no recauda lo que le 

corresponde, afectándose la obligación del Estado de redistribuir la 

riqueza a través del gasto y los servicios públicos. 

SEGUNDA. El delito de defraudación fiscal exige que el sujeto tenga 

capacidad de culpabilidad, es decir, sea Imputable su actuar, que tenga 

conocimiento del lo antljuridlco de su conducta; porque siéndole exigible 

no violar la ley, prefirió omitir el pago de contribuciones, o aprovecharse 

del error del fisco, obteniendo un beneficio lllcllo. 

TERCERA. La consecuencia para quien ejecuta una conducta antljurldlca y 

culpable de defraudación fiscal, consiste en que le cabe la aplicación de la 

pena, de la sanción punitiva de prisión que varia según el monto de la 

defraudación, la cual se establece de acuerdo al criterio subjetivo que 

efectúe el juzgador, apegándose a los parámetros establecidos por la ley. 

CUARTA. Para quien haya cometido defraudación fiscal, puede ser que no 

se le aplique pena alguna, por presentarse la situación de que el obligado 

cumplió con el pago de la contribución o devolvió lo recibido con motivo 
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del error, cubriendo además el importe de sus respectivas sanciones 

administrativas, antes de que la autoridad fiscal tenga conocimiento, o 

haya Iniciado la verificación de las obligaciones fiscales del probable 

responsable de defraudación fiscal. 

QUINTA. El delito de defraudación fiscal exige lo que la doctrina jurldlco

penal señala como condición objetiva de punlbilidad: la querella,· requisito 

de carácter procedimental sin el cual, aún suponiendo Ja existencia del 

delito, el Ministerio Público Federal, no puede hacerlo sin contar con la 

petición expresa del ofendido, en este caso, de la Secretarla de Hacienda 

y Crédito Público, quien debe formular esa solicitud mediante la querella. 

SEXTA. La facultad de otorgar el perdón al sujeto activo del delito por 

parte de la. Secretarla de Hacienda y Crédito Público, no debe ser facultad 

discrecional de dicha Secretarla, toda vez que el probable responsable al 

garantizar el crédito fiscal, cumple con lo previsto por el articulo 92, 

párrafo tercero del Código Fiscal de la Federación. 

SÉPTIMA. Al garantizar el monto del crédito fiscal a satisfacción de la 

Secretarla de Hacienda y Crédito Público, debe entenderse que se está 

cubriendo el daño o perjuicio patrimonial que se causa o se pudo haber 

causado al erario público; por lo cual considero que estas conductas no 

deben constituir delito toda vez que aún y cuando el monto de Jo 

defraudado exceda de lo que actualmente se establece para considerarlo 

delito grave; no se puede determinar la misma peligrosidad de un 
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defraudador fiscal al de un homicida; en virtud que existen sanciones 

administrativas que contempla el Código Fiscal de la Federación. 

OCTAVA. En el sistema de Imposición de penas para los delitos fiscales 

se debe Implantar el tasado, toda vez que si la conducta delictiva conlleva 

al mismo resultado, no es menester analizar las circunstancias de 

comisión, toda vez que si con una conducta se provoca cierto resultado, 

mismo que puede ser producido por diversa conducta, luego entonces el 

dai\o o perjuicio causado es el mismo; por lo que en tales condiciones, se 

debe emplear el sistema tasado que en esencia refiere sanciones 

concretas para el resultado producido y no como en la actualidad en que el 

Juzgador tiene o goza de un amplio margen legal para Imponer una pena 

mlnlma o una máxima, atendiendo según las circunstancias del hecho 

delictivo, lo que nos lleva a la aplicación subjetiva de las penas, toda vez 

que éstas se aplican soto mediante grados de convicción que producen las 

actuaciones, las cuales pueden estar viciadas por causas diversas como 

testigos prefabricados, declaraciones arrancadas mediante Intimidaciones 

o en su caso emitidas previo aleccionamiento. 

NOVENA. Por último y con relación a la anterior propuesta, el sistema 

tasado evitarla en lo máximo cualquier linea de tráfico de Influencia, esto 

es, que si un impartldor de justicia no tiene más que analizar si los hechos 

son ciertos o no para Imponer una sanción, sin tener la apreciación 

subjetiva de imponer una sanción mlnlma, media o máxima, atendiendo a 

las circunstancias del evento delictivo, asl como las del delincuente, se 
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lograrla asl que los bienes jurldicos protegidos por la Ley, tengan una 

igualdad jurldlca ante todos los juzgadores. 
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